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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 17 de abril de 2009. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo miércoles 22 de abril, ala hora 9.30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y pronunciarse 
sobre la pertinencia del recurso presentado por los señores 
Ediles de Maldonado, contra el señor Intendente de dicho 
departamento, don Oscar De los Santos. 


Santiago González Barboni Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario Secretario”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alfie, Amaro, Antía, 
Arana, Astori, Camy, Cid, Da Rosa, Dalmás, Gallicchio, 
Gallinal, Gargano, Heber, Iturralde, Lapaz, Larra- 
ñaga, Long, Lorier, Moreira, Muguruza, Penadés, 
Percovich, Ríos, Saravia, Tajam, Topolansky, Vaillant y 
Xavier. 


FALTAN: el señor Presidente del Senado, don Rodolfo 
Nin Novoa, por encontrarse en ejercicio de la Presidencia de 
la República; con licencia, los señores Senadores Abreu, 
Fernández Huidobro, Lara Gilene, Michelini; y, con aviso, 
el señor Senador Sanguinetti. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 41 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto 
de ley mediante el cual se crea el Instituto de la Niñez y la 
Adolescencia del Uruguay. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que solicita 
la venia correspondiente para conferir los siguientes ascen- 
Sos: 


- para el grado de Coronel Médico de los Servicios 
Generales Comunes a las Fuerzas Armadas, a los 
señores Tenientes Coroneles don Daniel J. Bouzout 
y don Carlos W. Heuguerot. 


- para el grado de Capitán de Navío de la Armada 
Nacional a varios señores Capitanes de Fragata. 


- parael grado de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya 
al señor Teniente Coronel don Pablo J. Lampariello. 
- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


El Poder Ejecutivo, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 18 de la Ley N* 18.401, de 24 de octubre de 
2008, y el artículo 1* del Decreto 774/008, de 22 de diciembre 
de 2008, remite Mensaje solicitando la venia correspon- 
diente para designar a los Licenciados en Economía Adela 
Isabel Hounie González y Hugo Gabriel Libonatti Alonso, 
en los cargos de Presidente y Vicepresidente, respectiva- 
mente, de la Corporación de Protección de Ahorro Bancario. 

- HA SIDO REPARTIDO POR DISPOSICION REGLA- 
MENTARIA. ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


- y comunica la promulgación de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- porelquese aprueba el Convenio de Cooperación 
Económica y Técnica entre el Gobierno de la Re- 
pública Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República Popular China, suscrito en Montevi- 
deo, el 12 de mayo de 2008. 


- porelque se establecen normas relacionadas con 
el bienestar animal. 
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- porelquese designa “Evaristo Alvarez” la Escue- 
la Rural N* 80, Campo de Todos, ubicada en Lau- 
reles, departamento de Salto, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública. 


- porelque se designa “Treinta y Tres Orientales” 
la Escuela N* 33 de la localidad de La Paloma, 
departamento de Durazno, dependiente del Con- 
sejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 


- porel que se modifican disposiciones de la Ley 
N*7.812,de 16 de enero de 1925, relacionadas con 
la remisión, por parte de la Junta Electoral, de 
hojas de votación a las comisiones receptoras de 
votos. 


- porelquese declara de interés general la partici- 
pación equitativa de personas de ambos sexos en 
la integración de órganos electivos nacionales y 
departamentales y de dirección de los partidos 
políticos. 


- porel quese establece el alcance de los derechos 
del paciente terminal y se incorpora a nuestro 
ordenamiento jurídico. 


- porelquese declara feriado no laborable el día 17 
de abril de 2009 para la ciudad de Paso de los 
Toros, departamento de Tacuarembó, con motivo 
de conmemorarse el cincuentenario de su evacua- 
ción a consecuencia de la inundación de 1959. 
- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y 
ARCHIVENSE,. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- porel quese crea la Comisión Nacional de Pesquisa 
de Enfermedades Neonatales. 
- ALA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


- porel quese declara como Capital del Raíd Hípico la 
ciudad de Sarandí Grande, del departamento de Flo- 
rida. 


- por el que se declara feriado no laborable para la 
ciudad capital del departamento de Florida el día 24 
de abril del año en curso, con motivo de conmemorar- 
se los doscientos años de su fundación. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION 


- por el que se autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del Buque ROU 10 “Colonia”, a 
efectos de participar en el Ejercicio Combinado *Acrux 
IV”, entre el 1? de mayo y el 16 de junio de 2009, y en 
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la Parada Naval por la celebración de la Independen- 
cia de la República del Paraguay. 
- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- Comunica que ha sancionado un proyecto de ley por 
el que se modifica el artículo 78.2 del Código General 
del Proceso, relativo a la notificación de actos proce- 
sales en la oficina del respectivo Tribunal. 


- Y remite además una exposición escrita presentada 
por la señora Representante Paola Pamparatto, rela- 
cionada con los comedores escolares existentes en 
todas las escuelas públicas de nuestro país. 

- ALA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva infor- 
mado un proyecto de resolución, relacionado con la acusa- 
ción realizada por la Junta Departamental de Maldonado 
ante la Cámara de Senadores, al señor Intendente Municipal 
del referido departamento, señor Oscar de los Santos. 

- HA SIDO REPARTIDO. ESTA INCLUIDO EN LA SE- 
SION DE HOY. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un proyecto 
de ley por el que se modifica el artículo 9” de la Ley N*18.219, 
de 20 de diciembre de 2007, sobre endeudamiento del sector 
agropecuario. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
dos los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueban las Actas de los Congresos 
XIX y XX de la Unión Postal de las Américas, España 
y Portugal (UPAEP), Congreso de Río-2005 y Con- 
greso Extraordinario de Montevideo-2007, respecti- 
vamente. 


- por el que se aprueba el Protocolo de Cartagena 
sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica, adoptado en Montreal, 
Canadá, el 29 de enero de 2000. 


- por el que se aprueba la adhesión de la República 
Oriental de l Uruguay al Protocolo Común de Viena, 
de 21 de setiembre de 1988, que armoniza la aplicación 
de la Convención de Viena Sobre Responsabilidad 
Civil por Daños Nucleares, de 21 de mayo de 1963, y 
el Convenio de París acerca de la Responsabi- 
lidad Civil en materia de Energía Nuclear, de 29 julio 
de 1960, y por el Protocolo de 16 de noviembre de 
1982. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formado un proyecto de ley por el cual se incorporan dos 
incisos al artículo 414 de la Ley N* 18.362, de 15 de octu- 
bre de 2008, sobre Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en Materia Penal con Especialización en Crimen Organiza- 
do. 
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La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca eleva 
informados los siguientes proyectos de ley: 


- porel quese sustituye el artículo 2* del Decreto-Ley 
N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, sobre conser- 
vación de suelos y aguas. 


- por el que se comete a la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos (DINARA) del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, la creación del Siste- 
ma Nacional de Acreditación de Veterinarios de libre 
ejercicio dentro del sector pesquero. 

- REPARTANSE E INCLUYANSE EN EL ORDEN DEL 

DIA DE LA PROXIMA SESION. 


La Junta Departamental de San José remite nota por la 
que comunica la moción aprobada por unanimidad de Ediles 
presentes, relacionada con la aplicación y alcances de la 
Ley N* 18.412, de 17 de noviembre de 2008, sobre responsa- 
bilidad civil por daños corporales causados a terceros por 
determinados vehículos de circulación terrestre y maquina- 
rias. 


La Junta Departamental de Rivera remite nota a la que 
adjunta un informe de la Comisión de la Mujer y la Familia 
relacionado con la participación más equitativa de la mujer 
en la confección de las listas electorales. 

- TENGANSE PRESENTES. ” 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Gustavo Lapaz presenta, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de ley por el que se interpreta 
el artículo 70 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, en 
la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 
2 de noviembre de 2007, sobre normas que regulan la colo- 
nización de tierras. 

- ALA COMISIÓN DE GANADERIA, AGRICULTURA Y 
PESCA.” 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Declárase que no se encuentran com- 
prendidas en la situación prevista por el artículo 70 de la Ley 
N? 11.029, de 12 de enero de 1948, en la redacción dada por 
el artículo 15 de la Ley N* 18.187 de 2 de noviembre de 2007, 
las fracciones rurales, que hayan integrado o no colonias, 
cuya transferencia de titularidad dominial se haya realizado 
con anterioridad al 12 de enero de 1948, incluidas las pro- 
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venientes de la Sección Fomento Rural y Colonización del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Gustavo Lapaz. Senador. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La sanción de la Ley N* 18.187 de 2 de noviembre de 2007, 
de Colonización de Tierras, dio nueva redacción al artículo 
70 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948, motivando 
distintas interpretaciones en cuanto a su aplicación y al- 
cance por parte de los operadores del derecho (Asociación 
de Escribanos del Uruguay y Colegio de Abogados del 
Uruguay), como así también de otras asociaciones gremia- 
les involucradas como la Asociación Rural del Uruguay y la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, entre otros 
y el Instituto Nacional de Colonización. 


Como consecuencia, se aprueba la Ley N” 18.385, de 17 
de octubre de 2008 que prorroga por 6 meses los plazos 
establecidos enlos incisos 6to. 7mo., 8vo. y 9no. del Art. 70 
de la Ley N” 11.029, en la redacción dada por el Art. 15 de 
la Ley N* 18.187. 


Con la finalidad de dar solución a las diferentes interpre- 
taciones, fundamentamos el presente proyecto de ley y 
teniendo presente que la prórroga está próxima a vencer, se 
considera la necesidad de su discusión en forma urgente. 


Desde la sanción de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 
1948, que crea el Instituto Nacional de Colonización (en 
adelante INC), los escribanos públicos y demás operadores 
jurídicos (técnicos integrantes de los departamentos jurídi- 
cos-notariales del BROU, - del BHU-, de otras instituciones 
bancarias privadas, de los Registros públicos, etc.) consi- 
deraron que los predios rurales que NUNCA integraron el 
patrimonio del INC podían ser objeto de todo tipo de nego- 
cios jurídicos, bajo el régimen de libre contratación. Por lo 
que a esos efectos nunca se solicitó ni se exigió la autori- 
zación prevista por el Art. 70 de la Ley N* 11.029. 


Como consecuencia, dichos predios fueron adquiridos, 
enajenados y gravados de las mas diversas formas durante 
mas de 60 años, considerándose siempre que dichas opera- 
ciones no requerían la autorización prevista en el Art. 70 de 
la Ley N* 11.029, (posición avalada por la Comisión de 
Derecho Agrario y Derecho Civil de la Asociación de Escri- 
banos del Uruguay). 


El Art. 70 de la Ley N* 11.029 se encuentra inserto dentro 
del capítulo denominado “De la adjudicación de Tierras” y 
el resto de los artículos de dicho capítulo refieren únicamen- 
tea las “tierras a ser adjudicadas por el INC”. Por encontrar- 
se en este capítulo, es dable concluir (como durante más de 
60 años se concluyó), que la referencia solo esta realizada 
no alas colonias en general, sino solo a aquellas o aquellos 
predios integrantes de las mismas, que fueran objeto de 
adjudicación por parte del INC. 
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Además, de haberse previsto la disponibilidad de “to- 
das las colonias”, debió plasmarse en dicha ley de indem- 
nización correspondiente a sus propietarios, pues la misma 
constituye una apropiación de los derechos emergentes de 
la propiedad ya contraída (Arts. 7, 8 y 32 de la Constitución 
de la República y 486 del Código Civil). 


Por lo que pacíficamente se entendió, luego de la entrada 
en vigencia de la Ley N? 11.029, lo siguiente: 


a) No afectó a los predios rurales integrantes de cual- 
quier colonia, sino sólo a los adjudicados exclusiva- 
mente por el INC. 


b) No otorgó facultad alguna a dicho instituto con el fin 
de modificar situaciones jurídicas concluidas al mo- 
mento de su promulgación con cargo a leyes de 
fomento y colonización anteriores. 


c) Los predios rurales que habían sido parte de colonias 
al amparo de las anteriores leyes, no ingresaron 
nunca al patrimonio del INC, el que nació como 
“persona jurídica” con la misma ley de referencia. 


d) Las leyes anteriores no requirieron autorización para 
enajenar ni para realizar ningún otro tipo de acto de 
disposición, previendo solo como restricción el pre- 
vio pago de los préstamos realizados para la adqui- 
sición de la tierra. 


e) Cuando el Art. 81 establece: “Las colonias transferi- 
das por el Banco Hipotecario al Instituto...” no refie- 
re a una universalidad de hecho, ya que sólo algunos 
predios rurales que las componían podían ser objeto 
de “operaciones ya concluidas” y “contratos de 
vigencia”, para los cuales el mismo artículo estable- 
ce: “continuarán rigiéndose... por las disposiciones 
legales bajo cuyo imperio hubieran sido implanta- 
das...”, requiriéndose para cualquier adaptación a las 
disposiciones de la Ley N* 11.029, el “consentimien- 
to del interesado”; siendo incorrecto interpretar que 
“operaciones concluidas” y “contratos en vigencia” 
solo refieran a negocios de garantía, no excluyendo 
el Legislador en ninguna parte la propiedad, ni acto 
de disposición alguno, ni realizando ninguna distin- 
ción. 


f) Que concordantemente con lo expuesto, el literal a) 
del numeral 4to. del Art. 7? y los Arts. 18, 57,70, 103 
y 104 dela Ley N? 11.029, no determinan indemniza- 
ción alguna al limitar el derecho de propiedad, justa- 
mente por tratarse de tierras a ser “adjudicadas” por 
el INC. 


No es menor destacar, que se pueda interpretar que 
“colonias” son todas las parcelas objeto de colonización, 
pues la misma Ley contraría esta interpretación. Así por 
ejemplo refiere a colonización en predios aislados en el Art. 
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77 numeral 9” literal b) y Arts. 22, 23 y 79, los que no forman 
parte de colonias. 


También debe tenerse en cuenta, que la Sección Fomen- 
to Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay, 
tenía un patrimonio autónomo (Art. 2? de la Ley N* 7.615 de 
10/09/1923) y lo que pudo transferir al INC fue justamente 
lo que integraba ese patrimonio (colonias y tierras aisladas 
adquiridas en ejecuciones de hipotecas); pero de ninguna 
forma los predios (integrantes o no de colonias) cuya 
propiedad ya pertenecía a particulares que habían adquiri- 
do legítimamente la propiedad (por título y modo hábil para 
transferir el dominio) lo que sin ninguna duda ya no integra- 
ban el patrimonio de dicha sección. 


Lo expuesto se encuentra avalado totalmente por la 
reciente Sentencia N? 197/08 de 19 de setiembre de 2008, 
dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Sép- 
timo Turno, la que ante el recurso de apelación interpuesto 
por el INC respecto a padrones rurales cuyo traspaso de 
titularidad dominial se realizó antes de la entrada en vigen- 
cia de la mencionada ley, por entender que no se solicitó la 
autorización del Art. 70 en el Capítulo IV de los “conside- 
rando”, establece que “...el tema esencial de la controversia 
es de neto contenido jurídico y se circunscribe a dilucidar 
el respecto de los padrones involucrados rige o no la 
autorización previa regulada por el Art. 70 de la Ley 
N? 11.029...” La citada sentencia, en igual capítulo estable- 
ce entre otras consideraciones: “...que no prevé su aplica- 
ción retroactiva (Art. 7% del Código Civil) y no puede 
decirse que implícitamente pueda inferirse esa calidad de 
sus disposiciones, sobre todo teniendo en cuenta los tér- 
minos del Art. 81 en examen...”. En otro pasaje del citado 
capítulo menciona: “...se coincide asimismo en que esos 
inmuebles no integraban el patrimonio de la Sección Fomen- 
to y Colonización del BHU, porque ésta ya los había vendi- 
do cuando entró en vigencia la Ley N* 11.029, que crea el 
INC sobre la base de esa Sección, disponiendo que su 
capital estará formado por el patrimonio de la misma, bienes 
muebles, inmuebles, etc. (Art. 108), de modo que -de acuer- 
do a la transferencia previa de la titularidad- ya no integra- 
ban el patrimonio del BHU y por tanto, no podían trasmitirse 
al INC...”. 


La nueva redacción que el Art. 15 de la Ley N* 18.187 da 
al Art. 70 de la Ley N* 11.029, en cuanto agrega en su inciso 
2do.: “...y cualquiera fuere la procedencia dominial de las 
fracciones a que refieran, aún los provenientes del Banco 
Hipotecario del Uruguay, escrituradas o no” ha dado lugar 
a las diferentes interpretaciones, pero profundizando en el 
tema e interpretando todo el cuerpo normativo en relación 
al tema, en nada cambia la situación antes referida, ya que 
obviamente sigue aludiendo a “tierras adjudicadas por el 
INC cualquiera fuera la procedencia dominial de las mismas, 
aún las provenientes del BHU”, como se expresó: “tierras 
que pasaron a integrar el patrimonio del INC atento a la 
sanción de la Ley N? 11.029 y adjudicadas por el mismo” y 
NO aquellas que nunca integraron su patrimonio y cuyo 
traspaso de titularidad dominial se produjo con anteriori- 
dad. 
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Estas últimas, como ya se ha expresado en esta exposi- 
ción, se rigieron siempre por el régimen de “libre contrata- 
ción”, sin necesidad de solicitar la autorización al INC y por 
tanto hoy no necesitan de manera alguna convalidar sus 
títulos. 


El Escribano Fernando Miranda, en Revista de la Aso- 
ciación de Escribanos del Uruguay, Tomo 60, de enero- 
febrero 1974 Nos. 1 y 2, tratando el tema que nos ocupa dice: 
“* un acto igual en contenido y efectos, no puede ser válido 
para unos y nulo para otros ni nulo en un tiempo y válido 
en otro, cuando tiene los mismos elementos...”. 


La interpretación de las normas debe efectuarse siempre 
a favor de su legitimidad, por lo que intepretar que el 
Art. 70 de la Ley N? 11.029 en su actual redacción estaría 
confiscando elementos propios del derecho de propiedad, 
conforme al Art. 486 del Código Civil, sin una previa y justa 
compensación, podría dar lugar a la inconstitucionalidad de 
la norma, atento al Art. 32 de la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


El presente proyecto tiene por tanto como fin aclarar la 
interpretación del Art. 70 de la Ley N” 11.029, determinando 
los predios rurales que no quedan alcanzados por la limita- 
ción establecida en dicho artículo y así evitar poner en 
peligro principios tan caros como el de seguridad jurídica, 
el derecho de propiedad, el de una justa y previa compen- 
sación, entre otros. 


Interpretar, según la definición de la Real Academia, es 
explicar el sentido de una cosa y principalmente el de textos 
faltos de claridad. En nuestra técnica es el buscar el sentido 
de la norma, dándose cuenta del significado que encierran 
sus palabras. 


Gustavo J. Lapaz Correa. Senador.” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que existieran: 


(Se da de las siguientes:) 


SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- A 
la sesión ordinaria del 14 de abril de 2009, faltó con aviso el 
señor Senador Eber Da Rosa. 


A la sesión de la Comisión Especial de Deporte del 13 de 
abril, faltaron con aviso los señores Senadores Lara Gilene, 
Mujica y Ríos. 


A la sesión de la Comisión de Ciencia y Tecnología del 
día 13 de abril, faltó con aviso el señor Senador Lara Gilene. 
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A la Sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca del 13 de abril, faltaron con aviso los señores Sena- 
dores Da Rosa, Gallinal y Mujica. 


A la Sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del día 13 de abril, faltó con aviso el señor 
Senador Saravia. 


A la Comisión de Salud Pública del día 14 de abril, faltó 
con aviso el señor Senador Da Rosa. 


A la Comisión de Educación y Cultura del 14 de abril, 
faltaron con aviso los señores Senadores Hierro López, 
Topolansky, Long y Penadés. 


A la Comisión de Hacienda del día 14 de abril, fal- 
taron con aviso los señores Senadores Abreu, Da Rosa y 
Mujica. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación 
del 14 de abril, faltaron con aviso los señores Senadores 
Abreu, Hierro López y Gallinal 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 15 de abril, faltó con aviso el señor Senador 
Moreira 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Comer- 
clio, Turismo y Servicios del 15 de abril, faltó con aviso el 
señor Senador Iturralde. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 15 de abril, faltaron con aviso los señores Senadores 
Astori, Heber, Hierro López y Larrañaga. 


Y a la Comisión de Medio Ambiente del 15 de 
abril, faltaron con aviso los señores Senadores Cid y 
Moreira. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor Senador Ríos solicita licencia desde el 25 al 
29 de abril ”. 


-Léase. 
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(Selee:) 


SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Montevideo, 21 de abril de 2009. 


Señor 

Rodolfo Nin Novoa 
Presidente del Senado 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito a Usted ponga a considera- 
ción del Cuerpo una solicitud de licencia desde el 25 al 
29 de abril del corriente año a los efectos de participar en 
la Sesión Extraordinaria del Parlamento del MERCOSUR 
que se llevará a cabo en la ciudad de Asunción del Para- 


guay. 
Asimismo, solicito se cite a mi suplente. 
Sin otro particular, lo saluda atentamente, 
Dr. Eduardo J. Ríos. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-15en 17. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores León Lev y 
Gonzalo Gaggero han presentado notas de desisti- 
miento informando que por esta vez no aceptan la con- 
vocatoria de que han sido objeto, por lo que en aplicación 
de las disposiciones legales vigentes, queda convocado el 
señor Luis Oliver, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Lara Gilene solicita licencia por los 
días 23 y 24 de abril”. 


-Léase. 


324-C.S. 
(Se lee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Montevideo, 21 de abril de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente, me dirijo a Ud. a fin de 
solicitar licencia para los días 23 y 24 de abril de 2009 por 
motivos personales. 


Sin más, saluda a Ud. muy atentamente, 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17en 18. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Jorge Romero, 
Walter Campanella y Omar Lafluf han presentado notas de 
desistimiento informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convo- 
cado el señor Pablo Iturralde. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


“El señor Senador Rafael Michelini solicita licencia 
por el día 22 de abril”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 
“Montevideo, 20 de abril de 2009. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


Por la presente, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley 
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N?* 17.827, solicito a Ud. se me conceda licencia por motivos 
personales, el día 22 del corriente mes. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atte.- 


Rafael Michelini. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17en 18. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Felipe Michelini, 
Ricardo Alcorta y Edgardo Carvalho han presentado notas 
de desistimiento informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo por lo que, en aplicación 
de las disposiciones legales vigentes, queda convocado el 
señor Antonio Gallicchio, quien ya ha prestado el juramen- 
to de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Sergio Abreu solicita licencia por 
el día 22 de abril”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 
“Montevideo, 20 de abril de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


Solicito al Cuerpo autorización para hacer uso de licen- 
cia con la correspondiente convocatoria de suplente, al 
amparo del inciso 2* del artículo 1” de la Ley N* 10.618 en la 
redacción dada por la Ley N* 17.827 -ausencias por impedi- 
mento basadas en motivos personales-, por el día 22 de abril 
del corriente año. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente con mi 
más distinguida consideración. 


Sergio Abreu. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-17en 19. Afirmativa. 

Queda convocado el señor Carlos Camy. 
Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Víctor Vaillant solicita licencia del 
18 a121 de mayo”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 
“Montevideo, 14 de abril de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a efectos de soli- 
citar licencia los días 18 al 21 de mayo del presente año, con 
motivo de haber sido oficialmente invitado por el Gobierno 
de la República del Paraguay, para participar en calidad de 
expositor en el Foro Regional sobre Repatriación, Migra- 
ción y Derechos Humanos, que tendrá lugar en la ciudad de 
Asunción. 


Adjunto copia de la invitación que me hiciera llegar el 
Señor Ministro Elías Samuel Lugo, a través de nuestra 
Cancillería. 


Asimismo, solicito se convoque para el mencionado 
lapso al suplente respectivo. 


Saluda al Señor Presidente con su más alta considera- 
ción, 


Victor Vaillant. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-325 


(Se vota:) 
-21en 22. Afirmativa. 


Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 


7) REGIMEN DE TRABAJO 


SENOR VAILLANT.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR VAILLANT.- Solicito que se distribuyan las 
Carpetas N* 1486 y N” 1493, sobre las que luego pediremos 
que se las trate con carácter urgente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 


Se procederá de conformidad. 


8) INTENDENTE MUNICIPAL DE MALDONADO, DON 
OSCAR DE LOS SANTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
único asunto que figura en el Orden del Día: “Pronuncia- 
miento del Senado sobre la pertinencia del recurso presen- 
tado por los señores Ediles de Maldonado contra el señor 
Intendente de dicho departamento, don Oscar de los Santos 
(Carp. N*1004/2007 - Rep. N*1013/2009).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1004/07 
Rep. N* 1013/09 


Junta Departamental 
de Maldonado 


Maldonado, 20 de noviembre de 2007. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 
Montevideo. 


De nuestra mayor consideración: 


En un todo de acuerdo con al Resolución de la Junta 


326-C.S. 


Departamental de fecha 7 de noviembre próximo pasado, 
recaída en Expediente N” 836/07 (que corre agregado) 
caratulado: “VARIOS EDILES DEL PARTIDO NACIONAL, 
presentan escrito promoviendo la realización de juicio po- 
lítico al Sr. Intendente Municipal”, remitimos a Ud. Deter- 
minada documentación establecida en el Anexo II que luce 
a fojas 21 de dichas actuaciones, a los efectos de ser 
analizados por esa Cámara. 


Los antecedentes remitidos en esta oportunidad son los 
marcados con lápiz fluorescente en la copia del Anexo Il. 


De acuerdo a lo dispuesto por el Cuerpo encomendado 
al Asesor Letrado a recabar todos los antecedentes citados 
en el referido Anexo, se solicitó a través del mismo al 
Ejecutivo Comunal por Oficio N* 784/07 que se adjunta, la 
documentación faltante, la que una vez recibida será eleva- 
da de inmediato. 


En lo que respecta a las denuncias penales indicadas en 
dicho anexo, también el Asesor Letrado de este Cuerpo 
recabará las mismas, en la sede judicial correspondiente y 
también serán elevadas oportunamente. 


Sin otro motivo, le saludamos con atenta consideración. 


Ing. Agrim. Gastón Pereira Esqueff 
Presidente 


Nelly Pietracaprtina 
Secretaria General. 


JUNTA DEPARTAMENTAL 
DEMALDONADO 


LIBRO DESESIONES XLIV. FS. 
nov. 2007. 


Maldonado, 13 


VISTO: 


El avasallamiento al orden jurídico y diversas 
inconstitucionalidades cometidas por el Intendente Oscar 
Joe de los Santos Píriz, a saber: 


a. Violación del régimen de ajuste salarial de los funcio- 
narios municipales, contraviniendo lo dispuesto por 
los Artículos 7, 54, 86 y 222 de la Constitución de la 
República. 


b. Violación del principio de igualdad al no otorgar a 
todos los funcionarios una prima por gratificación, 
contraviniendo lo dispuesto por los Artículos 8 y 273 
de la Constitución de la República. 


c. Violación del principio de igualdad al instrumentar 
contrataciones directas, eludiendo cristalinos pro- 
cedimientos competitivos, contraviniendo lo dis- 
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puesto por el Artículo 8 de la Constitución de la 
República. 


d. Violación del derecho de defensa y del debido proce- 
so en procedimientos disciplinarios y en resolucio- 
nes que supusieron el cese masivo de subrogaciones 
y cambio de escalafón, contraviniendo los Artículos 
7,54, 56 y 72 de la Constitución de la República, 
afectando la eficacia en la gestión de los servicios 
municipales. 


e. Aplicación irregular del Decreto que disminuyó los 
beneficios tributarios, contraviniendo lo dispuesto 
por el Artículo 299 de la Constitución de la República. 


f. Desconocimiento y menoscabo público del control 
de legalidad del Tribunal de Cuentas de la República, 
regulado en su actuación por los artículos 208 y 
siguientes de la Constitución de la República. 


g. Construcción de casetas de guardavidas en las pla- 
yas de Maldonado, realizadas en forma directa, sin 
mediar procedimiento competitivo, quebrantando el 
principio de igualdad consagrado en el Artículo 8? de 
la Constitución Nacional. 


h. Reiteradas asunciones en el cargo de Intendente por 
parte de los suplentes del Señor Intendente Dr. En- 
rique Pérez Morad e Ing. Alvaro Luzardo, en mani- 
fiesta y flagrante violación de las incompatibilidades 
establecidas por el Artículo 289 de la Constitución. 


CONSIDERANDO: 


1. Que el Artículo 296 de la Constitución establece el 
juicio político en el ámbito departamental. 


2. Queel Artículo 93 del mismo cuerpo normativo esta- 
blece la responsabilidad por violación de la Consti- 
tución u otros delitos graves. 


3. Que en el documento Anexo N? 1, se adjunta una 
relación motivada de todas y cada una de las 
inconstitucionalidades que se exponen en los VIS- 
TOS de esta resolución. 


4, Queen el documento Anexo N? 11 se individualizan 
todos y cada uno de los extremos documentales 
probatorios que también forman parte de esta Reso- 
lución y que deberán ser adjuntados por el Asesor 
Letrado de la Corporación, previo a la remisión del 
Expediente a la Cámara de Senadores. 


ATENTO a lo expuesto y a las mociones aprobadas en 
Sala que lucen de Fs. l a 4 y en Fs. 21 de autos, 


LA JUNTA DEPARTAMENTAL EN SESION EXTRAOR- 
DINARIA de fecha 7 de noviembre de 2007, RESOLVIO: 
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1) 


2) 


Declarar hacer lugar al trámite sobre Juicio Político 
contra el Señor Intendente Oscar de los Santos, en 
los términos establecidos en los Artículos 296 y 93 de 
la Constitución de la República, en virtud de haberse 
verificado en forma manifiesta, extremos de violación 
grave a la misma con repercusión en el funcionamien- 
to institucional, elevando la presente acusación para 
ante la Cámara de Senadores, con los antecedentes 
correspondientes, en su carácter de órgano compe- 
tente, a los efectos previstos en el Inciso segundo 
del Artículo 296 y Artículos 102 y 103 de la Constitu- 
ción de la República (Aprobado por 15 votos en 31). 


Cometer al Asesor Letrado de la Corporación, reco- 
pilar los medios probatorios referidos en el presente 
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a 
j stón Perei 
esidente 
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escrito y sus anexos para ser adjuntados a la presente 
acusación (Aprobado por 15 votos en 31). 


Elevar al Senado de la República, al amparo de los 
artículos previstos en la Constitución, los antece- 
dentes vinculados con múltiples licitaciones relacio- 
nadas con: el bacheo de calles, el aseo urbano, la 
compra de material granular, el alquiler de maquina- 
rias viales, así como el manejo de las canteras de 
materiales y la planta asfáltica, el caso SATENIL, la 
compra de casetas de guardavidas y el caso 
DELAMAR. (Aprobado por 17 votos en 31). 


Cumplidos todos los extremos administrativos, siga 
al Senado de la República. 


NEO 


A RA 
iO E 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación examinó extensamente el tema 
en cuestión y, luego de analizar la solicitud de juicio político 
presentada por los Ediles del Partido Nacional de la Junta 
Departamental de Maldonado -Carpeta N* 1004/2007, Re- 
partido N* 1013/2009-, tiene el honor de elevar al Senado el 
informe del que daremos cuenta. 


La Comisión convocó a los Ediles que promovieron la 
propuesta y al Intendente de Maldonado y sus asesores. 
Luego de escucharlos y de efectuar las correspondientes 
preguntas, arribó a los siguientes extremos, que pasamos a 
exponer. De acuerdo al procedimiento establecido en la 
Constitución de la República, la Junta Departamental de 
Maldonado elevó a la Cámara de Senadores el pedido de 
juicio político al Intendente señor Oscar de los Santos, en 
base alos siguientes puntos, que están expresamente men- 
cionados en el no muy extenso -más bien breve- comunica- 
do de la Junta Departamental de Maldonado, que señala: 


“a. Violación del régimen de ajuste salarial de los funcio- 
narios municipales, contraviniendo lo dispuesto por los 
Artículos 7, 54,86 y 222 de la Constitución de la República. 


b. Violación del principio de igualdad al no otorgar a 
todos los funcionarios una prima por gratificación, contra- 
viniendo lo dispuesto por los Artículos 8% y 273 de la 
Constitución de la República. 


c. Violación del principio de igualdad al instrumentar 
contrataciones directas, eludiendo cristalinos procedimien- 
tos competitivos, contraviniendo lo dispuesto por el Artí- 
culo 8 de la Constitución de la República. 


d. Violación del derecho de defensa y del debido proce- 
so en procedimientos disciplinarios y en resoluciones que 
supusieron el cese masivo de subrogaciones y cambio de 
escalafón, contraviniendo los Artículos 7, 54, 56 y 72 de la 
Constitución de la República, afectando la eficacia en la 
gestión de los servicios municipales. 


e. Aplicación irregular del Decreto que disminuyó los 
beneficios tributarios, contraviniendo lo dispuesto por el 
Artículo 299 de la Constitución de la República. 


f. Desconocimiento y menoscabo público del control de 
legalidad del Tribunal de Cuentas de la República, regulado 
en su actuación por los artículos 208 y siguientes de la 
Constitución de la República. 


g. Construcción de casetas de guardavidas en las playas 
de Maldonado, realizadas en forma directa, sin mediar pro- 
cedimiento competitivo, quebrantando el principio de igual- 
dad consagrado en el Artículo 8% de la Constitución Nacio- 
nal. 


CAMARA DE SENADORES 


22 de abril de 2009 


h. Reiteradas asunciones en el cargo de Intendente por 
parte de los suplentes del Señor Intendente Dr. Enrique 
Pérez Morad e Ing. Álvaro Luzardo, en manifiesta y flagran- 
te violación de las incompatibilidades establecidas por el 
Artículo 289 de la Constitución.” 


Nosotros vamos a analizar brevemente cada uno de 
estos puntos para articular la conclusión de la que vamos 
a dar cuenta al Cuerpo. 


TES) 


Comenzamos, entonces, por analizar el punto “a” -re- 
cuérdese que se refería a la violación del régimen de ajuste 
salarial a conceder a los funcionarios municipales- en el que 
los señores Ediles fundamentan su acusación argumentan- 
do que el ejecutivo comunal, por un acto unilateral, contra- 
dice un decreto departamental que tiene mayor jerarquía, 
disponiendo el aumento salarial de acuerdo al Índice de 
Precios al Consumo y no como estaba previsto en la norma 
presupuestal, violando de esta manera el artículo 222 de la 
Constitución que remite al artículo 86. 


Con respecto al ajuste salarial a conceder a los funcio- 
narios de la Comuna, se aplicó la Resolución N* 319, de 19 
de enero de 2006. En esa oportunidad, se otorgó un incre- 
mento de 2,7% a partir del 1” enero, entendiéndose que regía 
el artículo 22 del Decreto N* 3764, que establecía: “A partir 
de la promulgación del presente decreto, los ajustes salaria- 
les se realizarían en las mismas oportunidades y condicio- 
nes que para los funcionarios de la Administración Cen- 
tral”. Es decir que se entendió que correspondía aplicar un 
ajuste a los salarios, de acuerdo con lo establecido por el 
Poder Ejecutivo. 


Para entender mejor lo que estamos considerando, pen- 
samos que es preciso diferenciar el concepto de ajuste, que 
tiende a mantener el poder de compra del salario, determi- 
nado por el alza del IPC, del de recuperación salarial, que es 
un aumento real de las retribuciones a los efectos de incre- 
mentar efectivamente su poder adquisitivo. Así, en la Inten- 
dencia Municipal de Maldonado se previó una recupera- 
ción salarial, paralela al ajuste del IPC, del 1,5% al 1” de julio 
de 2006 y otro de igual monto al 1” de julio de 2007. Por su 
parte, el Decreto N* 3843, del año 2008, otorgó un aumento 
del 5% a partir de julio de 2008 y otro similar desde julio de 
2009. Esto último está dentro del concepto de recuperación 
salarial y lo otro, repito, fue un ajuste de salarios. 


Se trata, entonces, de una diferencia de criterios entre el 
ejecutivo comunal y parte de sus funcionarios, quienes 
disponen, para su dilucidación, de la vía administrativa 
correspondiente, con la interposición de los recursos per- 
tinentes y no el juicio político, por carecer de fundamento 
jurídico que lo avale, ya que se desprende de lo actuado que 
en ningún momento se violentaron los preceptos constitu- 
cionales. 


Por su parte, el punto b) de la acusación refiere a la 
“Violación del principio de igualdad al no otorgar a todos 
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los funcionarios una prima por gratificación, contravinien- 
do lo dispuesto por los Artículos 8 y 273 de la Constitución 
de la República”. Como se verá, señor Presidente, aquí 
tampoco existe la mentada violación constitucional que 
amerite el juicio político al señor Intendente de los Santos. 
El origen del tema planteado surge en la anterior Adminis- 
tración, en el Presupuesto quinquenal 2001-2005, donde se 
dispuso que las retribuciones nominales de naturaleza sala- 
rial se ajustarían semestralmente por el 100% de la variación 
del Índice de Precios al Consumo del semestre anterior; 
estamos hablando del artículo 39 del Decreto N* 3745, de 4 
de abril de 2001. 


Ahora bien, con fecha 28 de mayo de 2002 -solicito que 
se preste atención a lo que vamos a mencionar- se aprobó 
una disminución -obviamente, en la Administración ante- 
rior- en el monto de los salarios a partir de agosto de 2002, 
según los artículos 12, 13 y 22 del Decreto N*3764. Ante tal 
situación de disminución del monto de los salarios por parte 
de la Intendencia Municipal, parte de sus funcionarios, que 
se sintieron lesionados en sus derechos, presentaron una 
acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia. Reitero que a esos funcionarios se les había reba- 
jado el salario y, en virtud de sus derechos, presentaron una 
acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia. 


Entonces, a los efectos de solucionar el conflicto plan- 
teado, la actual Administración municipal, por Resolución 
N* 5167 de 2005, dispuso del pago de una gratificación 
compensatoria de esa rebaja exigiendo, a modo de contra- 
partida, la obligación de desistir de la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por aquellos funcionarios 
que la hubieran promovido y que optaran por ampararse en 
la resolución referenciada. ¿Qué es lo que hizo el Intenden- 
te? Viendo la injusticia provocada por la disminución sala- 
rial, promovió una compensación que disminuyera el efecto 
de esa rebaja salarial, llamando a esto “gratificación 
compensatoria”. Obviamente, puso como condición para 
hacerla efectiva por parte de los funcionarios que desistie- 
ran de la acción de inconstitucionalidad porque, de lo 
contrario, si ésta triunfaba, cobrarían el monto correspon- 
diente además de esa gratificación, es decir que recupera- 
rían dos veces la cantidad perdida. Por esto decimos que su 
fundamento era impedir que, de prosperar favorablemente 
la citada acción, motivado por un mismo hecho, pudiera 
duplicarse el cobro de los funcionarios. O sea que los 
funcionarios municipales tuvieron la opción de ampararse 
en esa resolución o de continuar con la acción de nulidad. 


Ahora bien, parte de los trabajadores se agraviaron ante 
tal condicionamiento para el pago de la compensación -es- 
tamos hablando de desistir de la acción de inconstitu- 
cionalidad para poder cobrar la gratificación- y, ejerciendo 
su derecho, promovieron las acciones judiciales correspon- 
dientes, manteniéndose de ese modo todas las garantías 
legales y constitucionales existentes en la materia. Por lo 
tanto, en esta especie tampoco existe violación de la Cons- 
titución por parte del señor de Maldonado que amerite el 
juicio político. 
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A continuación, vamos a analizar los apartados c) y 8), 
que refieren a las contrataciones directas y a la construc- 
ción de casetas de guardavidas realizada en forma directa, 
según se dice, en violación del artículo 8” de la Constitu- 
ción. 


Para dejar una constancia en este sentido, quiero hacer 
notar que ya estamos en el apartado g) de la acusación y aún 
no ha resultado de todo lo expuesto ningún elemento que 
permita caracterizar lo actuado por parte del señor Inten- 
dente de Maldonado como una violación de la Constitución 
o un delito grave que amerite la realización de un juicio 
político que, tal como en ella se establece, son las dos 
causales que determinan la posibilidad de llevarlo a cabo. 


En cuanto al tema del contrato con SATENIL S.A. quiero 
decir que, aefectos de definir las políticas de publicidad en 
espacios públicos, la Comuna decidió suscribir convenios 
de patrocinio con particulares, modalidad operativa pacífi- 
camente aceptada y realizada en anteriores Administracio- 
nes. Cabe consignar que los cuestionamientos formulados 
por el Tribunal de Cuentas operan recién seis meses des- 
pués de la celebración de esos contratos de patrocinio, 
cuando estaban en plena ejecución. 


Asimismo, cabe señalar que en anteriores Administra- 
ciones existieron diecinueve situaciones de idéntica natu- 
raleza sin que el Tribunal de Cuentas ni su contadora 
delegada en la Intendencia Municipal de Maldonado obje- 
taran el procedimiento. Como se sabe, el Tribunal de Cuen- 
tas examina lo actuado por la Administración. Para ello 
tiene, en cada dependencia de la Administración donde 
lleva adelante acciones de naturaleza ejecutiva, un delega- 
do observador que forma parte del “staff” permanente de 
las Intendencias y de las distintas reparticiones. 


Reitero, señor Presidente, que en anteriores Administra- 
ciones existieron diecinueve situaciones de idéntica natu- 
raleza sin que el Tribunal de Cuentas ni su contadora 
delegada en la Intendencia Municipal de Maldonado obje- 
taran el procedimiento. No se trató de una resolución arbi- 
traria por parte del señor Intendente, sino que se fundamen- 
tó en sendos informes emitidos por las distintas Direccio- 
nes Generales de la Comuna. 


Los llamados convenios de patrocinio encuentran su 
marco legal en el artículo 50 del Decreto Departamental 
N*3.695/95, que expresa: “Facúltase a la Intendencia Muni- 
cipal a celebrar Convenios de Patrocinio con entidades 
privadas. Mediante los mismos, dichas entidades tomarán 
asu cargo la construcción, refacción y/o mantenimiento de 
obras y/o espacios públicos a cambio de establecer publi- 
cidad en los mismos o alguna actividad propia de su giro. 
Las actividades publicitarias o comerciales que se realicen 
en dichos espacios bajo este régimen, estarán exoneradas 
de los respectivos tributos municipales, sin perjuicio de su 
adecuación a las ordenanzas respectivas”. En esta disposi- 
ción legal se fundamentan los llamados convenios de patro- 
cinio, que tienen su origen en el Decreto Departamental 
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mencionado, que data de 1995, y la actual Administración 
comenzó su gestión en el mes de julio de 2005. 


¿Qué es un convenio de patrocinio? ¿Cómo lo podemos 
definir? De acuerdo con los informes de nuestros asesores 
y por lo que puede comprobarse directamente, el convenio 
de patrocinio es una especie de contrato neutro que no 
deriva en ingresos ni egresos para la Administración. Quie- 
re decir que ésta no cobra ni paga nada por este convenio; 
lo que se realiza es una contraprestación teniendo como 
beneficio el estar exonerado del pago de los respectivos 
tributos municipales y realizar actividades propias de su 
giro. En virtud de ello, la Intendencia Municipal entendió 
que no era de aplicación el artículo 33 del TOCAF, no 
haciendo un llamado, por lo tanto, a licitación pública. En 
una palabra, procedió de la misma manera como se había 
hecho en anteriores Administraciones con los convenios 
de patrocinio respectivos. De ello resulta que la operativa 
resuelta se ajusta a Derecho, lo que ha sido una práctica 
usual en el departamento por las anteriores Administracio- 
nes y cuenta con una motivación que se funda en el interés 
general, no mereciendo en anteriores oportunidades obser- 
vaciones por parte del Tribunal de Cuentas. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción 
de orden para prorrogar el tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Voy a citar algunos de los conve- 
nios de patrocinio celebrados por anteriores Administra- 
ciones que no merecieron ninguna objeción del Tribunal de 
Cuentas, todos procedimientos que no fueron diferentes al 
realizado por el actual . Por ejemplo: a) convenio de patro- 
cinio celebrado con el señor Alberto Rodríguez Santos; b) 
convenio de patrocinio celebrado con el señor Ruben Del- 
gado Medina, referido a limpieza de espacios públicos, 
sustanciado en el expediente N* 1736/965; c) convenio de 
patrocinio celebrado con la empresa URAGUA, 
copatrocinador de la Corrida Doble San Antonio; d) conve- 
nio de patrocinio celebrado con la empresa LOWE GINCO 
CHILON S.A. enrepresentación de ANTEL, copatrocinador 
de la Corrida de San Fernando, expediente N* 5008/04; e) 
convenio de patrocinio celebrado con Paisaje Urbano S.A., 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando, expediente 
N* 5008/04; f) convenio de patrocinio celebrado con la 
señora Cristina Hilda Torné Suárez para la explotación del 
Parque y Parador de las Grutas de Salamanca, expediente 
N* 7523/05; g) convenio de patrocinio celebrado con la 
empresa PERSEY Ltda., referido al mantenimiento y explo- 
tación del Parque La Loma, expediente N* 4599/96; h) con- 
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venio de patrocinio celebrado con ABN AMRO Bank, 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando; 1) convenio 
de patrocinio celebrado con la Agencia Central, 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando, expediente 
N* 5008/04; j) convenio de patrocinio celebrado con Mon- 
tevideo Refrescos S.A., copatrocinador de la Corrida de San 
Fernando, expediente N* 5008/04; k) convenio de patrocinio 
celebrado con Sudy Lever S.A., copatrocinador de la Corrida 
de San Fernando, expediente N* 5008/04. También se celebra- 
ron convenios con Supermercados Disco del Uruguay, De- 
voto Hnos. S.A., AMECOMS.A., AXIS S.R.L., éste con el 
objeto de construir y explotar comercialmente un parador 
permanente en Playa Bikini y otro desmontable en Playa 
Montoya, expediente N* 5779/01; etcétera, y podríamos 
seguir mencionando más de estos convenios celebrados. 


La propuesta de la empresa SATENIL S.A. referida a la 
recuperación de la Plaza Artigas fue presentada el día 23 de 
agosto de 2005, fecha en que ocurrió el dramático temporal 
que afectó a todo el país, particularmente al departamento 
de Maldonado. Cabe recordar que en dicha oportunidad 
acaeció un desastre en todo el pais; Montevideo lo sufrió 
en forma muy intensa, pero Maldonado fue el departamento 
más castigado. Cinco de las diez muertes ocurridas fueron en 
este departamento, además del destrozo natural de la cartelería, 
instalaciones municipales callejeras y vías de tránsito, debido 
a la magnitud del temporal, que causó daños también en la 
estructura urbana de esta zona. Este hecho, sumado a que hacía 
poco más de un mes que se había iniciado la presente Adminis- 
tración y a que se había recibido la hacienda municipal con 
un déficit aproximado de US$ 30:000.000, hizo que resultara 
urgente solucionar la mayoría de los problemas heredados 
y que se presentaron. En ese entorno, la empresa SATENIL 
S.A. amplió la propuesta, ofreciendo instalar y reacondicionar 
los distintos servicios y prestaciones comunitarios. Fue por 
ello que la Intendencia Municipal de Maldonado aceptó la 
propuesta, al amparo del citado artículo 50 del Decreto 
Departamental N* 3695/95 que, como resulta del presente 
informe, faculta a la Intendencia Municipal a celebrar con- 
venios de patrocinio con empresas privadas. Quiere decir 
que además de que esta resolución tiene sustento legal, 
existían razones de urgencia y de gravedad como para 
proceder de esa manera en forma inmediata. 


En lo que se refiere a la necesidad de la licitación pública, 
el Tribunal de Cuentas manifiesta que ante la existencia de 
una alteración del procedimiento debía realizarse un llama- 
do, pero realmente en los hechos no existió tal alteración, 
sino que, fundamentado en la norma antedicha, se optó por 
la celebración de un convenio de patrocinio. Por todo lo 
expresado, señor Presidente, tampoco aquí se encuentran 
violaciones de especie alguna que ameriten el solo trata- 
miento de un juicio político. 


El apartado d) del planteo formulado por los Ediles de la 
Junta Departamental de Maldonado por el que se solicita el 
juicio político, habla de la violación del derecho de defensa 
y el debido proceso, contraviniendo los artículos 7, 54, 56 
y 72 de la Constitución. En todo momento, la Administra- 
ción ha respetado el derecho de defensa de sus funciona- 
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rios entemas administrativos, teniendo especial cuidado en 
que se cumplan todas las circunstancias del debido proceso 
de acuerdo a Derecho. En el caso denunciado, los que llevan 
adelante la acción se agravian aduciendo que no pudieron 
presentar prueba en un procedimiento administrativo, pero 
no se aclara que la misma fue presentada fuera de plazo, por 
lo cual no es de recibo la argumentación. De todas formas, 
los funcionarios que se sintieron lesionados en su derecho 
al haber sido rechazado el planteo que formularon, iniciaron 
una acción de amparo, pero también fue rechazada por la 
Justicia competente. De manera que resulta excesivo solici- 
tar un juicio político por un tema que debe ser dilucidado, 
con las garantías de todos los casos procesales, ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, para lo cual los 
ciudadanos tienen abierta la instancia. En definitiva, esto 
no implica ninguna violación de la Constitución, ningún 
delito ni ninguna causa grave. 


En lo que respecta a la acusación sobre subrogaciones, 
cabe señalar que esta Administración suprimió su uso 
indebido, respetando de esa manera el derecho de todos los 
funcionarios a la carrera administrativa en igualdad de 
condiciones. Es decir que las subrogaciones se hicieron 
respetando el orden jerárquico que las regula. 


El apartado e) de la solicitud de juicio político formulada 
por los Ediles de la Junta Departamental de Maldonado 
refiere a la aplicación irregular del decreto que disminuyó 
los beneficios tributarios, alegándose que aquí se viola el 
artículo 299 de la Constitución. Ante todo, se aclara que el 
Decreto N* 3807 y la Resolución N* 5262 del año 2005, 
referentes al tema, solo fueron impugnados por un contri- 
buyente. Es decir que solo una persona alegó que se había 
aplicado irregularmente el decreto que disminuyó los bene- 
ficios tributarios. Parece interesante explicar este punto, a 
los efectos de formarse una idea de la naturaleza de la 
acusación formulada, cuyo derecho, naturalmente, no obje- 
tamos pero cuyos fundamentos no son de recibo. El decreto 
y la resolución a consideración contemplaron bonificacio- 
nes diferenciales a distintos impuestos generados en el 
departamento de Maldonado. Si los impuestos eran paga- 
dos en el correr del mes de enero del año 2006, se efectuaba 
la bonificación, que alcanzaba al 6%, y si el pago se efectua- 
ba durante los meses de enero o febrero en dos años 
consecutivos, se otorgaba una bonificación adicional del 
1% a partir del segundo ejercicio, con un máximo acumulado 
del 8%. Es decir que no estamos hablando de la eliminación 
del impuesto, sino de una bonificación por pagarlo con 
anterioridad al plazo en el que normalmente es abonado por 
los contribuyentes. Este es un mecanismo que habitualmen- 
te las Administraciones necesitadas de ingresos utilizan en 
todos los departamentos, e incluso ocurre lo mismo con la 
Administración Central. En su análisis, la Administración 
entendió que ni el decreto ni la resolución alcanzan ninguno 
de los elementos estructurales del impuesto, porque éste no 
se altera; simplemente se cambian las bonificaciones que se 
otorgaba a la gente que pagaba dentro de determinado 
plazo. No se modificaron la base del cálculo del aforo ni las 
alícuotas que debían pagarse. Consultado el asesor letrado de 
la Junta Departamental, en informe de fecha 28 de agosto de 
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2006 expresó: “En el caso de la contribución inmobiliaria, el 
hecho generador es permanente. Esto implica que se configura 
siempre a principios del año civil, de manera que al tratarse de 
modificaciones, como en este caso, del monto del tributo, la ley 
tributaria que estableció esas modificaciones será aplicable a 
hechos generadores acaecidos antes de su entrada en vigor 
por efecto de la aplicación inmediata de la norma y no por la 
aplicación retroactiva de la ley tributaria, lo que implica que 
no se contravinieron las normas vigentes al respecto”. 
Resulta, por lo tanto, que en el punto referenciado no existió 
violación a la Constitución ni a norma alguna. 


En el literal f), se habla del desconocimiento y menosca- 
bo público del Tribunal de Cuentas, en violación del artícu- 
lo 299 de la Constitución. En realidad, en ningún momento 
hubo menoscabo público del Tribunal de Cuentas de la 
República ni de ninguno de sus integrantes por parte de la 
Administración Comunal sino que, a pesar de notorias 
discrepancias en su accionar, las apreciaciones se hicieron 
con el debido respeto. En lo que se refiere al desconocimien- 
to de esas observaciones, lo analizamos cuando tratamos 
los puntos c) y g) del planteo formulado por la parte 
acusadora. Como se sabe, las observaciones del Tribunal 
de Cuentas pueden ser superadas por la reiteración del 
gasto que hace la Administración correspondiente. Este es 
un procedimiento habitual, y en este Parlamento hemos 
recibido miles de informes de este tipo durante estos años. 


El punto h) de la acusación de los Ediles refiere a la 
asunción de los suplentes doctor Enrique Pérez Morad e 
ingeniero Alvaro Luzardo, en violación del artículo 289 de 
la Constitución. En este caso, se plantea que el doctor 
Enrique Pérez Morad y el ingeniero Alvaro Luzardo, que son 
suplentes del Intendente de los Santos, asumieron cuando 
éste pidió licencia y dejó temporalmente el cargo. Concre- 
tamente, se argumenta que lo hicieron ilegalmente porque 
son miembros de la Administración y tendrían que haber 
renunciado a sus cargos. El citado artículo establece la 
incompatibilidad del cargo de Intendente con todo otro 
cargo oempleo público con excepción de los cargos docen- 
tes. Sobre el particular, la Intendencia Municipal de 
Maldonado realizó una consulta a la Facultad de Derecho de 
la Universidad de la República y, al evacuarla, el catedrático 
doctor José Aníbal Cagnoli, Grado 5 de Derecho Adminis- 
trativo, dice lo siguiente: “La incompatibilidad regulada por 
el artículo 289 de la Constitución se aplica a los Intendentes 
que sean titulares del cargo. No se aplica a los subrogantes 
que entren a desempeñar las funciones temporariamente 
por impedimento o licencia del titular”. 


Porlo tanto, concluimos que no existe prohibición cons- 
titucional y que tampoco, en este caso, hubo alguna viola- 
ción de la Constitución que dé mérito a la iniciación de un 
juicio político. 


En virtud de todo lo expuesto, señor Presidente, la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado, por 
mayoría, entiende que no existen elementos rigurosos y 
certeros para proceder a realizar juicio político al Intendente 
de Maldonado, don Oscar de los Santos, tal como estable- 
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cen los artículos 296 y 93 de la Constitución. Recordemos 
que el artículo 93, al cual remite el 296, establece: “Artículo 
93.- Compete a la Cámara de Representantes el derecho 
exclusivo de acusar ante la Cámara de Senadores a los 
miembros de ambas Cámaras, al Presidente y el Vicepresi- 
dente de la República, a los Ministros de Estado, a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y 
de la Corte Electoral, por violación de la Constitución u 
otros delitos graves, después de haber conocido sobre 
ellos a petición de parte o de algunos de sus miembros y 
declarado haber lugar a la formación de causa”. Por su parte, 
el artículo 296 dice que eso también puede hacerse con 
relación a los Intendentes. Precisamente, eso es lo que han 
hecho los Ediles. 


En definitiva, señor Presidente, la Comisión entiende 
que no existe mérito para la iniciación de un juicio político 
y que debe procederse, con esta conclusión, a devolver 
estos obrados a la Junta Departamental de Maldonado. 


Muchas gracias. 


9) REGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SENOR VAILLANT.- Señor Presidente: solicito que una 
vez que culmine la consideración de este punto se traten 
con carácter urgente los proyectos relativos a las Carpetas 
Nos. 1486 y 1493 que ya fueron distribuidas, como así 
también el proyecto de ley interpretativo de la Ley N” 18.476 
que, según me informan, acaba de ingresar. 


10) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro asunto en- 
trado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


“Las señoras Senadoras Susana Dalmás, Margarita 
Percovich, Lucía Topolansky y Mónica Xavier y los seño- 
res Senadores Milton Antognazza, Mariano Arana, Alberto 
Couriel, Reinaldo Gargano, Rafael Michelini, Eduardo 
Muguruza, José Mujica, Eduardo Ríos, Jorge Saravia y 
Héctor Tajam presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el cual se interpreta la Ley N” 18.476, de 
3 de abril de 2009, referida a la participación equitativa de 
ambos sexos en cargos electivos. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 
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SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: respecto de este proyec- 
to de ley presentado deseo aclarar que no figura mi firma 
simplemente por razones de horario ya que ingresé tarde al 
Plenario. En consecuencia, dejo constancia de que la au- 
sencia de mi firma no significa que esté en discrepancia con 
la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador Vaillant en el sentido de incluir los 
asuntos a que hizo mención una vez que culmine la consi- 
deración del primer punto del Orden del Día. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“Las señoras Senadoras Susana Dalmás, Margarita 
Percovich, Lucía Topolansky y Mónica Xavier y los seño- 
res Senadores Mariano Arana, Alberto Cid, Alberto Couriel, 
Antonio Gallicchio, Eduardo Lorier, Eduardo Muguruza, 
José Mujica, Eduardo Ríos, Jorge Saravia, Héctor Tajam y 
Víctor Vaillant presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se establece el procedimiento de 
verificación de adhesiones para los casos de reforma cons- 
titucional, recurso de referéndum e iniciativa popular. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“CAMARA DESENADORES 


PROYECTO DE LEY DE VERIFICACION DE 
ADHESIONES 


Se establece el procedimiento para los casos de 
reforma constitucional, recurso de referéndum e 
iniciativa popular 


Artículo único.- En los procedimientos de verificación 
de las adhesiones que se presenten para someter un proyec- 
to de reforma constitucional a plebiscito, ejercer el derecho 
de iniciativa ante el Poder Legislativo o promover o inter- 
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poner un recurso de referéndum contra las leyes, la Corte 
Electoral deberá recurrir al Registro Patronímico de la Oficina 
Nacional Electoral, cuando se detecten inconsistencias, erro- 
res u omisiones en las series y números o en los nombres y 
apellidos estampados en las papeletas correspondientes. 


Si dichas inconsistencias errores u omisiones son sub- 
sanados con la información que aporte el registro referido 
en el inciso primero del presente artículo, las respectivas 
adhesiones serán objeto de cotejo en sus impresiones 
digitales o en sus firmas, cuando correspondiere, con las 
que contenga la documentación electoral pertinente. De lo 
contrario, serán rechazadas antes de pasar a la etapa de 
comprobación dactioscópica. 


Eduardo Lorier, Susana Dalmás, Al- 
berto Couriel, Mónica Xavier, Lucía 
Topolansky, José Mujica, Jorge 
Saravia, Víctor Vaillant, Mariano Ara- 
na, Héctor Tajam, Margarita Percovich, 
Eduado Rios, Alberto Cid, Antonio 
Gallichio, Eduardo Muguruza. Sena- 
dores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley tiene como fin de impedir que 
resulte restringido o conculcado, mediante trabas burocrá- 
ticas o requisitos insustanciales, el derecho de los ciudada- 
nos a poner en marcha los mecanismos constitucionales 
previstos para los institutos de democracia directa. 


La Constitución de la República establece en el literal A) 
del artículo 331, el procedimiento de reforma constitucional 
por iniciativa del 10% de los ciudadanos inscriptos en el 
Registro Cívico Nacional, y en el inciso segundo del artícu- 
lo 79, los que refieren al recurso de referéndum contra las 
leyes y al derecho de iniciativa ante el Poder Legislativo. 


Las Leyes N* 16.017, de 20 de enero de 1989 y N* 17.244, 
de 30 de junio de 2000, regulan los aspectos concernientes 
ala promoción e interposición del recurso de referéndum y 
ala convocatoria y pronunciamiento del Cuerpo Electoral. 
Estas disposiciones, asimismo, han sido objeto de regla- 
mentación por parte de la Corte Electoral. 


El derecho electoral ha sido particularmente minucioso 
en nuestro país y se ha considerado que el conjunto de 
garantías que protegen al ciudadano en sus derechos cívi- 
cos debe ser regulado en toda su extensión. 


Con este espíritu, la disposición legal proyectada reser- 
va al ámbito legal la solución de procedimientos para aque- 
llos casos en los cuales se han padecido inconsistencias 
subsanables, relativas a la manifestación de voluntad de 
adherentes a recursos o iniciativas constitucionales a que 
se ha hecho mención. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-333 


La única norma del presente proyecto de ley, dispone 
que en las hipótesis que describe, se recurra a los medios 
informáticos con que actualmente cuenta la Corte Electoral, 
para que un error o una omisión formal en los que se pudo 
haber incurrido en la papeleta en la que queda registrada la 
adhesión al recurso o a la iniciativa, no derive en el rechazo 
inmediato de esa adhesión. En efecto, y a vía de ejemplo, el 
hecho de que se haya padecido error al escribir una letra de 
la serie o una cifra del número que corresponde a la creden- 
cial cívica, no puede tener como consecuencia, su inmedia- 
to rechazo. Tampoco puede dar lugar a ese resultado haber 
establecido la serie y número de la inscripción original sin 
tomar en cuenta traslados consecuentes. En todos estos 
casos y en otros de similar índole, la información que aporte 
el digitalizado Registro Patronímico de la Oficina Nacional 
Electoral, podrá subsanar las inconsistencias detectadas 
habilitando el estudio fundamental de la identidad del ad- 
herente mediante el cotejo de las impresiones digitales o de 
las firmas, según corresponde. 


De ese modo serán finalmente computadas, sin ningún 
tipo de cercenamiento formalista, las adhesiones efectivas 
que se hayan recolectado, quedando fuera de considera- 
ción las que presenten defectos insubsanables. 


Eduardo Lorier, Susana Dalmás, Al- 
berto Couriel, Mónica Xavier, Lucía 
Topolansky, José Mujica, Jorge 
Saravia, Víctor Vaillant, Mariano Ara- 
na, Héctor Tajam, Margarita Percovich, 
Eduado Rios, Alberto Cid, Antonio 
Gallichio, Eduardo Muguruza. Sena- 
dores.” 


12) SEÑOR INTENDENTE DE MALDONADO, DON 
OSCAR DE LOS SANTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la considera- 
ción del primer punto del Orden del Día, tiene la palabra el 
señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el Senado de la 
República ha sido convocado para considerar, en régimen 
de juicio político -tal como prevé el artículo 296 de la 
Constitución de la República-, una acusación promovida y 
votada por quince Ediles de la Junta Departamental de 
Maldonado. Entonces, habiéndose configurado la mayoría 
que exige el precepto constitucional, estamos aquí para 
resolver si corresponde, por la mayoría especial de dos 
tercios, la separación de su cargo del Intendente Oscar Joe 
de los Santos Píriz o si, por el contrario, no se hace lugar al 
juicio político. 


El señor Senador Gargano, Miembro Informante por la 
mayoría, ha hecho una enumeración precisa de los diferen- 
tes puntos y temas en los que se funda esta acusación, que 
son de muy diversa naturaleza y que están relacionados con 
resoluciones, con actos administrativos, con regímenes de 
ajuste salarial, con primas por gratificación, con el derecho 
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de legítima defensa de los funcionarios, con el amparo al 
derecho al trabajo, con beneficios tributarios establecidos 
por resoluciones administrativas y con un tema que consi- 
deramos muy importante, que es el que hace al 
relacionamiento que tienen los Gobiernos Departamentales 
con el organismo que ejerce, con autonomía funcional, de 
acuerdo con la Carta Magna, el contralor de legalidad de los 
gastos y pagos. Aquí se imputa al Intendente una actitud 
de desconocimiento y menoscabo público de ese control de 
legalidad, con violación de los artículos 208 y siguientes de 
la Constitución de la República. Hay otros rubros que han 
tenido una difusión mucho mayor que estos que son más 
técnicos y que generan menor atención de la opinión públi- 
ca. Concretamente, me refiero a aquellos que tienen que ver 
con contrataciones directas sin recurrir en procedimientos 
competitivos realizados, en un caso para la construcción de 
casetas de guardavidas para una temporada, para trabajos 
de bacheo en distintas localidades del departamento de 
Maldonado y, en otro, a una resolución... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe que lo interrumpa, se- 
ñor Senador, pero debo ausentarme de Sala y en tanto el 
Vicepresidente es quien está haciendo uso de la palabra, 
pido al Cuerpo que designe un Presidente ad hoc. 


SEÑOR VAILLANT.- Propongo al señor Senador Couriel. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se designa al 
señor Senador Couriel en calidad de Presidente ad hoc. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Continúa en el uso de la palabra el señor Senador Moreira. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Couriel) 


SEÑOR MOREIRA.- Como decíamos, dentro de la enu- 
meración de presuntas violaciones del marco constitucio- 
nal figura la contratación directa, en régimen de monopolio, 
efectuada bajo algo que pretende ampararse en un régimen 
de contratación muy particular de la Intendencia de 
Maldonado, que se llama convenio de patrocinio. 


Vamos a comenzar siguiendo el orden del escrito que nos 
viene de la Junta Departamental, al igual que lo ha hecho el 
Miembro Informante por la mayoría. 


El primer punto refiere al ajuste salarial anual a otorgar 
a los funcionarios municipales de Maldonado, que fue 
dispuesto por la resolución N* 319 del año 2006 y que 
asignaba un aumento del 2,7%. Los señores Ediles denun- 
ciantes fundan su acusación en que se viola un decreto 
departamental vigente que provenía de una ampliación 
presupuestal y que oportunamente disponía que las retri- 
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buciones de los funcionarios municipales se ajustarían en 
el mismo tiempo y del mismo modo que las de los de la 
Administración Central, que fija anualmente el Poder Ejecu- 
tivo. Y ese porcentaje de aumento, en lugar de ser 2,7%, era 
de 7,2%. Escuché atentamente los argumentos del Miembro 
Informante y de los asesores del Intendente, quienes de- 
cían que no se ajustó de ese modo porque en el 7,2% había 
una parte de recuperación salarial y que, por otra norma 
anterior, el Gobierno Departamental ya había dispuesto una 
recuperación salarial en etapas anuales, creo que en cuatro 
años. Al leer atentamente las disposiciones, coincido con 
la posición de los Ediles, puesto que la norma no hace 
ningún distingo; creo que cuando se dice “fijación de 
aumento en las retribuciones”, comprende todo en tanto la 
norma inicial no hacía distingos y decía que los ajustes 
debían ser al mismo tiempo, del mismo modo y en los mismos 
términos que los de los funcionarios de la Administración 
Central, que tuvieron un aumento del 7.2%. 


Esto dio lugar a la iniciación de acciones reparatorias 
por parte de un grupo importante de funcionarios que se 
sintieron lesionados por esto, en tanto entendían que el 
ajuste debía ser de 7.2% y no de 2.7%. Haciendo caudal de 
esos argumentos que yo señalaba y que explicaban los 
Ediles que promueven el juicio político, existe la sentencia 
N* 23, de acción reparatoria, del Juzgado Letrado de Primera 
Instancia de Maldonado, del doctor Martínez, que obliga a 
la Intendencia de Maldonado a reparar y a pagar la diferen- 
cia de más del 4%. 


El ajuste que otorgó el Intendente de los Santos por 
resolución administrativa sin el aval de la Junta Departa- 
mental viola una clara disposición constitucional, puesto 
que en los Gobiernos Departamentales la fijación de las 
dotaciones de los funcionarios públicos requiere la aproba- 
ción de la Junta Departamental, no pudiéndose hacer por 
simple resolución de los Intendentes. De modo que la 
Justicia ordinaria dictó una sentencia hace un mes dando la 
razón alos Ediles denunciantes por cuanto la resolución se 
aparta de la ley y de la Constitución de la República. Por 
tanto, en este primer punto me parece que asiste razón alos 
señores Ediles que promueven el juicio político. 


Por otra parte, hay una prima por gratificación en la que 
el señor Intendente pone como condición para cobrarla que 
los funcionarios desistan de las acciones de 
inconstitucionalidad entabladas contra un decreto o una 
resolución del Gobierno Departamental anterior. O sea que 
para gozar de esa prima de gratificación por cumplir con los 
objetivos de la Administración, hay que desistir de esas 
acciones. Esto también fue observado por el Tribunal de 
Cuentas, en tanto se violenta el principio de igualdad pues- 
to que los funcionarios que no desisten no la cobran y 
porque es una forma de transigir, de transar; pero para tener 
competencia para transigir o transar, de acuerdo con la 
Constitución de la República, también se necesita el acuer- 
do de la Junta Departamental, que en este caso no existió. 
Por lo tanto, al igual que el Tribunal de Cuentas, entende- 
mos que se ha violentado el principio de igualdad y el 
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régimen legal, ya que la Ley Orgánica Municipal establece 
que para transigir se necesita la anuencia de la Junta Depar- 
tamental, no pudiéndose hacer por resolución administra- 
tiva del Intendente Municipal. 


También está el tema de los procedimientos competiti- 
vos y de contrataciones directas, pero lo voy a dejar para 
el final porque es el más extenso y tiene varios rubros. 
Algunos remiten a la violación del derecho de defensa y el 
debido proceso en procedimientos disciplinarios, en fun- 
ción de resoluciones que suponen un cese de subrogaciones 
y cambio de escalafón. Concretamente, se violan los artícu- 
los 7, 54 y 72 de la Constitución de la República y se lesiona 
el derecho al trabajo. Asimismo, en la denuncia se cita el 
caso de un abogado que no pudo articular defensas en su 
sumario y que no se dio vista en caso de resoluciones. 


Quiere decir que se trata de una violación de los princi- 
pios del debido proceso, lo que forma parte de la sustancia 
de nuestro Estado de Derecho y lo que hace a la actuación 
administrativa en todas las esferas y en todos los organis- 
mos públicos. 


A la vez, se menciona la aplicación irregular del decreto 
que disminuye los beneficios tributarios, puesto que se 
puso en vigencia un decreto departamental sin esperar el 
plazo que corresponde, que es de diez días después de 
publicado en el Diario Oficial. Creo que en este caso la 
resolución es del 30 de diciembre y el decreto que disminuye 
las bonificaciones por pago contado se empezó a aplicar el 
1% de enero, no esperándose los diez días que hubiera 
correspondido. 


Luego, cabe destacar los puntos relativos a las contra- 
taciones directas realizadas para la construcción de casetas 
de guardavidas, en las que hay apartamientos de los regí- 
menes constitucionales en lo que hace a asegurar la mayor 
transparencia, lo que es consustancial a toda la contrata- 
ción administrativa. En ese sentido, todos los profesores de 
Derecho Público coinciden en que los procedimientos de- 
ben ser transparentes y competitivos, de modo de asegurar 
el principio constitucional de la igualdad, que debe estar 
presente especialmente en las contrataciones del Estado y 
forma parte de su esencia. Al respecto, se hace una enume- 
ración de hechos relativa a la construcción de casetas, 
debido a que no se cumplió en tiempo y forma, con cambio 
de las empresas beneficiarias, lo que estaría violando estos 
principios que forman parte del Derecho Público uruguayo. 


De manera que tenemos una suma de elementos que 
entendemos muy bien fundados y que, en la mayoría de los 
casos, cuentan con la misma opinión del Tribunal de Cuen- 
tas. También hay que destacar el tema a que hacía referencia 
el Miembro Informante relativo a la actitud de menoscabo 
y desconocimiento del control de legalidad del Tribunal de 
Cuentas. 


El Miembro Informante decía que no medió menoscabo 
en la actuación, pero creo que lo hubo porque, por ejemplo, 
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en la contratación de publicidad en que fue adjudicataria la 
empresa SATENIL S.A., ni siquiera se dio cuenta al Tribunal 
de Cuentas de que se iba a efectuar. El Miembro Informante 
decía que el Tribunal tuvo noticias de esta contratación seis 
meses después, pero el señor Intendente nunca remitió la 
información a ese organismo. Estoy mirando el dictamen del 
Tribunal de Cuentas y veo que en el primer “Resultando” se 
dice que toma conocimiento de la referida contratación a 
través de la copia de los recursos administrativos incoados 
por las empresas Hikone, Mediacity, Rafeluz y Alejandro 
Fernández Cancela, que le fueran presentados conforme a 
lo dispuesto por el artículo 62 del TOCAF. Es decir que el 
Tribunal de Cuentas se entera por el reclamo que efectúan 
quienes se sienten lesionados en sus derechos; entonces, 
los reclamos llegan a ese organismo por aplicación del 
artículo 62 del TOCAF y no porque hubiera un operativo de 
tipo político. 


Y a hay un primer pronunciamiento judicial favorable a la 
empresa Hikone, que tenía un contrato que había vencido 
en la Administración anterior pero que seguía ejecutando y 
respecto del cual mediaron una serie de gestiones para 
conseguir una prórroga hasta marzo de 2006, con principio 
de ejecución de esa contratación. Como dije, ya existe una 
sentencia en primera instancia que condena a la Intenden- 
cia de Maldonado al pago de una indemnización superior a 
los US$ 100.000. A su vez, se han iniciado juicios -en 
setiembre u octubre- a favor de SATENIL S.A. por parte de 
otras empresas que se sintieron lesionadas por la contrata- 
ción directa; más adelante ingresaremos en el tema relativo 
a la forma de contratación. 


Aquí se ha manifestado que se ha aplicado el marco legal 
vigente en el departamento de Maldonado, y me refiero aun 
decreto del año 1995 que establece un régimen especial, 
denominado “contratos o convenios de patrocinio”. Se ha 
señalado, tanto por los asesores del señor Intendente como 
por el Miembro Informante, que se trata de contratos de 
cambio, de contratos neutros donde no hay 
contraprestaciones, ni ingresos, porque no se le paga a la 
Intendencia en dinero, ni hay desembolsos de la Adminis- 
tración. Es por ello que se sostiene que estos contratos no 
deben pasar por el Tribunal de Cuentas y que están exone- 
rados delos principios generales en materia de contratación 
administrativa, que establecen la licitación pública como 
principio rector y que sólo en circunstancias excepcionales 
-como el monto en juego, razones de urgencia o porque no 
haya otros medios para llegar a una solución- se puede ir a 
la contratación directa. De todos modos, hay que fundar 
muy especialmente las razones que hacen que un adminis- 
trador público cualquiera se pueda apartar de los principios 
que reglan la contratación, donde la licitación pública, la 
libre competencia, la transparencia y la igualdad de los 
oferentes es un principio absolutamente esencial. En este 
caso no existió competencia, porque de la contratación con 
la empresa SATENIL S.A. sólo se enteraron las Direcciones 
de la Intendencia, el y su Secretario personal, y no hubo un 
llamado a empresas. Podría entenderse que corresponde la 
aplicación de un convenio de patrocinio -creo que no y 
luego argumentaré mi posición-, pero en este caso ni siquie- 
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ra se dio la posibilidad de que se hiciera un llamado, sobre 
todo teniendo en cuenta que no estamos hablando de la 
“Corrida de San Fernando”, sino de mil metros cuadrados de 
publicidad en el departamento, que seguramente tiene los 
costos más altos en esa materia, porque a esa zona asiste 
público de un elevado poder económico. Con el respeto 
debido, no podemos comparar la publicidad de ese depar- 
tamento con la de Artigas, Lavalleja, Colonia o Tacuarembó. 
En Maldonado, y más especialmente en Punta del Este, la 
publicidad va dirigida a un público de un poder adquisitivo 
altísimo y, por lo tanto, los costos de la publicidad también 
son altísimos, quizás superiores a los de la ciudad de 
Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Varios se- 
ñores Senadores me han solicitado la prórroga del tiempo de 
que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 18. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 

SEÑOR MOREIRA .- Gracias, señor Presidente. 


Como decía, aquí no se utilizó ese método. A pesar de 
que se sostiene que no es de aplicación el TOCAF -lo 
escuché de boca de los asesores jurídicos del señor Inten- 
dente- porque es un convenio de patrocinio, en la resolu- 
ción se adjudica esta publicidad, por la alegada vía, a la 
empresa SATENIL S.A., constituyendo un régimen de mo- 
nopolio en determinados espacios públicos -estamos ha- 
blando de mil metros cuadrados de publicidad-, y sin ningu- 
na duda puede decirse que no hubo un llamado abierto. 
Además se hace alusión -figura en un “Atento” y en un 
“Considerando”- no sólo al artículo 50 del Decreto Munici- 
pal de 1995, sino también al numeral 1) del artículo 33 del 
TOCAF, que refiere a las razones de urgencia que han 
mediado en este caso, habida cuenta del temporal que azotó 
a Maldonado y causó muertes, lo que fue terrible para ese 
departamento. Repito: se hace mención al convenio de 
patrocinio y al artículo 33 del TOCAF, que alude a las 
razones de urgencia. Sin embargo, luego Jurídica dice que 
son incompatibles. 


El Tribunal de Cuentas concluye terminantemente que 
aquí son de aplicación las normas del TOCAF y que debió 
haber mediado un procedimiento de licitación pública, ade- 
más de haber existido las razones de urgencia que se invo- 
can -luego se pretenden desconocer, aunque entiendo que 
si se invocan es porque la decisión se funda en la invoca- 
ción- en el “Atento” y en el “Considerando” de la Resolu- 
ción del señor Intendente. Sin embargo, luego no se cumple 
con las etapas que prevé el TOCAF, en tanto no se hace un 
llamado abierto -aunque no se trate de una licitación públi- 
ca, puesto que se habla con una sola empresa- ni se remiten 
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las actuaciones al Tribunal de Cuentas para certificar que ha 
mediado la urgencia que se invoca y que los precios y las 
condiciones son convenientes. 


El Tribunal de Cuentas concluye -y creo que con toda 
razón-, con un estricto apego a las normas legales y cons- 
titucionales, que el contrato celebrado es nulo, y ahora 
tenemos una serie de reclamaciones judiciales incoadas en 
contra de la Intendencia Municipal de Maldonado, y en un 
caso ya se le ha dado la razón al reclamante al decirse que 
debió haberse procedido, cuando había principio de ejecu- 
ción de contrato, con la empresa Hikone. Además, creemos 
que, como consecuencia de este apartamiento de los proce- 
dimientos y principios generales de contratación que ob- 
serva el Tribunal de Cuentas, aquí puede mediar un resul- 
tado económico muy malo para la Intendencia Municipal de 
Maldonado, en tanto prosperen y se ganen todas las accio- 
nes judiciales iniciadas por quienes se sintieron perjudica- 
dos al no haberse utilizado un sistema abierto de contrata- 
ción administrativa. Entonces, me parece que no sólo se ha 
violentado lo establecido en el artículo 8% de la Constitución 
de la República, sino que también se han violado otras 
disposiciones, aunque no hayan sido invocadas en la acu- 
sación realizada por los Ediles. Me refiero, por ejemplo, al 
artículo 85 que, en sunumeral 17), expresa que compete a la 
Asamblea General conceder monopolios y que para insti- 
tuirlos en favor del Estado o de los Gobiernos Departamen- 
tales, se requerirá la mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara. 


Sin duda, esto era una suerte de monopolio; además, el 
objeto de esta contratación es muchísimo más amplio que 
los convenios de patrocinio anteriores, que referían a publi- 
cidad en resguardos peatonales y no en una cantidad de 
lugares de todo el departamento de Maldonado. De modo 
que se ha extendido enormemente el objeto y el volumen 
económico de esta contratación. 


Se han invocado razones de urgencia, para luego decir 
que en realidad eso no se hizo y que se trata de un convenio 
de patrocinio. Se celebra un convenio señalándose que era 
necesario debido a que el temporal destruyó el equipamiento 
urbano. Pero, ¿por qué se estableció un plazo de tres años? 
Imagino que luego de la temporada la situación podría 
haberse resuelto y la adjudicación perfectamente podría 
haber sido menos extensa. 


Además, la contrapartida a la que se obliga a la empresa 
SATENIL S.A. suma, en tres años, US$ 90.000, y consiste en 
la realización de trabajos en la Plaza Artigas, plaza principal 
de la ciudad de Punta del Este. Sin embargo, según se ha 
dicho, finalmente los gastos de refacción involucraron una 
cifra cercana a los US$ 700.000, de modo que de poco 
sirvieron los US$ 90.000 aportados por SATENIL S.A. 


Pero lo que más demuestra que debió haberse recurrido 
a un procedimiento abierto -no sólo por razones de 
constitucionalidad y de legalidad, sino también de conve- 
niencia económica y de defensa de los intereses de la 
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Administración- es el hecho de que tres años después se 
convoca a una licitación pública correctamente realizada, 
con todas las garantías de la contratación administrativa, y 
en ella resulta adjudicataria o beneficiaria para el mismo 
objeto -aunque creo que el objeto es aún más chico que el 
del convenio de patrocinio anterior- la empresa SATENIL 
S.A. Ahora bien, en lugar de pagar como contrapartida 
US$ 30.000 por año, abona US$ 410.000 más US$ 70.000 en 
equipamiento urbano. Obsérvese, pues, la diferencia por no 
haber recurrido alos procedimientos de contratación admi- 
nistrativa que establece la igualdad y la competencia. La 
Intendencia Municipal no sólo se ha visto expuesta a accio- 
nes indemnizatorias por daños y perjuicios debido a su 
proceder -cabe acotar que desconocemos cómo culminará 
todo esto y cuánto costará, no a la Intendencia, sino a los 
contribuyentes del departamento de Maldonado, que son 
los que pagan los impuestos-, sino que, además, en lugar de 
tratarse de US$ 90.000 en tres años, finalmente la cifra será 
de casi US$ 1:000.000 en dos años. 


En consecuencia, señor Presidente, no encontramos 
justificación legal ni constitucional para todo esto, porque 
los Intendentes Municipales y los Gobiernos Departamen- 
tales deben cumplir y hacer cumplir la Constitución y las 
leyes. Este es uno de los primeros cometidos y mandatos 
establecidos en la Constitución de la República cuando 
expresa cuáles son las competencias, atribuciones y debe- 
res de los Intendentes. En este caso, se ha violentado el 
principio de igualdad y -tal como señalé antes- lo estable- 
cido en el numeral 17) del artículo 85 de nuestra Carta 
Magna. 


Por otra parte, no estamos ante un contrato neutro, pues 
no se puede dejar de considerar los fondos que no ingresa- 
ron. Sin duda, debe tenerse en cuenta la renta departamen- 
tal, pero aquí no estuvo presente. Evidentemente, esto no 
es algo neutro. ¿Cómo podría serlo? El Tribunal de Cuentas 
debe intervenir, porque hay un ingreso o una 
contraprestación mucho mayor que se pierde, lo que afecta 
las finanzas departamentales. Estamos hablando de renta 
departamental, lo que requiere necesariamente la interven- 
ción preventiva y de legalidad del Tribunal de Cuentas que, 
sin embargo, no ha mediado en este caso. Además, conse- 
cuentemente todo esto ha provocado -y provocará- un 
perjuicio económico, una pérdida de ganancia a la Inten- 
dencia Municipal respectiva. 


En definitiva, creo que el procedimiento que se siguió 
fue equivocado. Si se persiguió el fin de promover el turis- 
mo, pues, no se logró. Y silo que se buscaba como meta era 
obtener beneficios para la Administración, tampoco se 
consiguió Pero, además, se ha expuesto ala Administración 
a acciones reparatorias e indemnizatorias que -reitero- no 
sabemos cómo van a terminar. La primera de ellas ya se 
perdió, pero vienen otras en camino. 


Es evidente que debió haberse seguido otro procedi- 
miento. Las circunstancias así lo han demostrado, en forma 
más que clara, sobre todo porque quien ganó la licitación en 
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este caso fue la misma empresa que había sido beneficiaria 
del convenio de patrocinio que se invocaba. El Tribunal de 
Cuentas señala también que, si bien debió aplicarse lo 
establecido en el TOCAF, tampoco los convenios de patro- 
cinio deben excluir la libre competencia. 


Señor Presidente: estamos aquí para hablar de las con- 
trataciones del actual Gobierno y para juzgar la conducta 
-y las eventuales violaciones al marco constitucional- del 
Intendente Oscar de los Santos Píriz. Entonces, si bien 
existen como antecedente otras contrataciones -que, por lo 
que escuché del Miembro Informante, señor Senador 
Gargano, refieren fundamentalmente a maratones, corridas 
o paradores y tienen un objeto muchísimo más acotado que 
la que nos ocupa en este momento-, no quiero ingresar en 
ellas porque no estoy aquí para informar sobre esas cosas. 
Estoy aquí, como Senador, para informar sobre lo actuado 
por quien hoy es Intendente Municipal de Maldonado. En 
este sentido, entiendo que en este caso ha mediado un 
apartamiento sustancial de principios constitucionales 
básicos lo que, además, ha ocasionado perjuicios muy 
relevantes a la Comuna fernandina. A modo de hipótesis, 
podemos plantearnos que si se hubiera licitado antes y se 
hubiera ofertado lo mismo, habría ingresado una cantidad 
cercana a US$ 1:000.000. Sin embargo, lo cierto es que 
ingresaron US$ 90.000 en tres años. 


Entiendo que la intervención del Tribunal de Cuentas ha 
sido muy acertada -sin duda, debió haber mediado- y que su 
dictamen es totalmente correcto. El Tribunal interviene 
como consecuencia de los recursos presentados; en un 
comienzo observa y luego, al hacer su descargo la Inten- 
dencia Municipal, reitera sus observaciones con total y 
absoluta contundencia. Es así que, según entiendo, aquí ha 
habido una violación grave de la Constitución de la Repú- 
blica. 


Resta aludir a la cuestión de las incompatibilidades 
referidas a dos suplentes del señor Intendente: el Ingeniero 
Álvaro Luzardo, Director de Tránsito y Transporte, y el 
señor Pérez Morad, Secretario General de la Intendencia 
Municipal de Maldonado. En este sentido, el Tribunal de 
Cuentas se pronuncia con absoluta contundencia. A este 
respecto, cabe acotar que el profesor Cagnoni, Grado 5 de 
la Cátedra de Derecho Público de la Facultad -por quien 
tengo un inmenso respeto-, tiene una opinión distinta y 
absolutamente solitaria en la Doctrina uruguaya, pues in- 
cluso el Doctor Delpiazzo señala totalmente lo contrario, 
teniendo en cuenta que el artículo 289 de la Constitución de 
la República establece: “Es incompatible, el cargo de Inten- 
dente con todo otro cargo o empleo público, excepción 
hecha de los docentes, o con cualquier situación personal 
que importe recibir sueldo o retribución por servicios de 
empresas que contraten con el Gobierno Departamental. El 
Intendente no podrá contratar con el Gobierno Departamen- 
tal.” Pues en el caso de que se trata, el señor Pérez Morad 
-según creo- es socio cooperativista de una empresa de 
emergencia médica que presta servicios a la Intendencia 
Municipal; sin embargo, asumió como Intendente y perci- 
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bió un sueldo como tal, violentando así lo establecido en el 
citado artículo de la Constitución, donde no se distingue si 
se trata de titular o suplente. Allí se dice que quien ejerce 
dicha función es el Intendente, de la misma forma que usted, 
señor Senador Couriel, es el Presidente del Senado en este 
momento -y debo decir que con gran elegancia, sapiencia y 
solvencia está ejerciendo ese cargo- así lo hacen los su- 
plentes de los Intendentes. 


El caso del ingeniero Luzardo es distinto, porque se trata 
de un funcionario contratado por la Intendencia Municipal 
de Maldonado desde hace muchos años, por lo que está 
absolutamente impedido de asumir el cargo de Intendente 
y, silo hace, está violentando la Constitución de la Repú- 
blica, que prevé que en estos casos debe perder inmediata- 
mente su cargo. Aquí no se inició procedimiento de ninguna 
naturaleza para que el señor Luzardo perdiera su cargo de 
contratado, por lo que continúa desempeñándose en la 
Intendencia; de modo que aquí también ha habido alguna 
violación. 


El Tribunal de Cuentas ha elaborado una gran cantidad 
de dictámenes diciendo que esto vale para los titulares y 
para los suplentes. Asimismo, de acuerdo con el criterio del 
Tribunal, el de prestigiosos especialistas en Derecho Públi- 
co y el de quien habla, se observa una violación del artículo 
289 de la Constitución de la República. 


Por la suma de elementos que he tratado de reseñar -es 
difícil realizar un examen profundo de todos, porque son 
muchos-, entendemos que el Intendente de los Santos ha 
incurrido en conductas que están previstas por el artículo 
296 de la Constitución. Como consecuencia de ello, por 
haber cometido violaciones graves de la Constitución a 
través de resoluciones y actos administrativos, la Bancada 
del Partido Nacional entiende que debe accederse al petitorio 
de los quince ediles que promueven este juicio político, 
para que el Intendente de los Santos sea separado de su 
cargo, tal como también dispone la Constitución de la 
República. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Agradezco 
al señor Senador Moreira las apreciaciones sobre mi perso- 
na. 


SEÑOR RIOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RIOS.- Vamos a hacer un estudio de los hechos 
y de la situación judicial que plantea el tema que en este 
momento tenemos a consideración, que es el juicio político 
al Intendente de los Santos. 


Como es público y notorio, el Intendente de los Santos 
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no solo integra nuestra fuerza política, sino también nues- 
tro sector, aunque ello no implica para nada que este Sena- 
dor haga una interpretación jurídico-partidaria de un insti- 
tuto como el de juicio político, que es una de las garantías 
que tiene nuestro orden jurídico para beneficiar a la socie- 
dad frente a violaciones graves de la Constitución. En tal 
sentido, hay algún hecho que puede corroborar esta afirma- 
ción, y es que en la Legislatura pasada, desde nuestra Banca 
de Senador, también nos tocó considerar el desafuero del 
Intendente de Rocha. En esa oportunidad, por entender que 
la solicitud de los Ediles de nuestro Partido político no se 
ajustaba a Derecho, votamos en contra del juicio político, 
aplicando el mismo criterio que utilizaremos ahora. 


El Miembro Informante en mayoría, señor Senador 
Gargano, realizó un pormenorizado análisis jurídico para 
mostrar que el señor Intendente de los Santos no ha incu- 
rrido en ningún acto inconstitucional. Creemos que debe 
quedar claro -con el mayor de los respetos, creo que esto lo 
ha hecho sin intención el señor Senador que ha informado 
en minoría- lo que es un acto de la Administración, que de 
no ser compartido es criticado; si fuera antijurídico, ¿cuáles 
son las vías con que cuenta el ciudadano o las empresas 
involucradas y cuáles son las violaciones graves a la Cons- 
titución? Entiendo que no todo acto “antijurídico” -entre 
comillas y hablando en teoría- puede ser tildado como 
violatorio de la Constitución, pero sí puede dar derecho a 
un juicio que nada tiene que ver con lo anterior, ya que no 
constituye un delito grave y nuestro orden jurídico prevé 
diferentes procedimientos para que ese ciudadano o esa 
empresa reclamen sus derechos en la vía correspondiente. 


Quiero decir, además -reitero, con el mayor de los respe- 
tos-, que no se puede proceder a un análisis de la violación 
de la Constitución haciendo especulaciones valorativas en 
cuanto a la conveniencia o no de ese acto jurídico para las 
arcas o para la población del departamento, porque aquí lo 
que estamos haciendo es analizar la gravedad de la viola- 
ción de la Constitución y no la oportunidad o la existencia 
ono del beneficio. Esto será llevado a la vía judicial y en su 
momento será juzgado por la población cuando deba elegir 
nuevamente a la autoridad municipal. Entonces, no debe- 
mos confundirnos y tiene que quedar claro que lo que se 
está analizando aquí -lo digo con total claridad- es la 
inconstitucionalidad planteada por los señores Ediles. No 
voy a reiterar los argumentos expresados por el señor 
Senador Gargano, porque creo que en cada uno de ellos 
encuadra perfectamente el tema, punto por punto. 


Lo que la Constitución sí expresa es que para que haya 
juicio político debe existir una actitud delictiva, proactiva 
del ciudadano que, en ejercicio de la Administración, con 
clara intención viola o transgrede la Carta Magna. Como 
consecuencia, la mayoría de la Doctrina -nunca hay unani- 
midades en la Doctrina jurídica, lo que enriquece la demo- 
cracia- establece que tiene que ser un delito grave el que se 
le impute a un Intendente para que pueda ser objeto de 
juicio político. En el caso que nos ocupa, si existiere, en 
ningún momento caería en la definición de delito grave 
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establecida en la Constitución y por parte de la Doctrina 
jurídica interpretativa de nuestro Derecho Positivo. 


Reitero que no corresponde entrar en una discusión 
sobre la conveniencia y oportunidad de los actos llevados 
a cabo por el Gobierno Departamental. En primer lugar, 
porque sería una intromisión en la autonomía departamental 
que haría este Cuerpo y, en segundo término, porque esto 
solamente tendría lugar en el caso de una violación grave de 
la Constitución. ¿Cuáles son los delitos graves? En térmi- 
nos generales, se entiende que se configura esa tipología en 
aquellas acciones u omisiones que según el Código Penal 
son castigables con penas de penitenciaría -es decir, con 
privación de libertad- por más de dos años. Las acciones 
que derivan de este proceso no son delitos, no tienen la 
configuración de delitos, ni tampoco lo tiene el elemento 
generador que determina el hecho en sí, ni la consecuencia; 
y menos son aún delitos graves. Por lo tanto, quedan fuera 
de cualquier posibilidad de juzgamiento por parte de la 
Cámara de Senadores, no así por los involucrados, que 
pueden ejercer sus derechos en forma individual. 


Nosotros reiteramos que lo actuado por la Intendencia 
Municipal de Maldonado fue ajustado a las necesidades y 
a las normativas jurídicas que existían en el momento de 
asumir, así como a las situaciones de hecho en que se vio 
lastimada la población del departamento debido a los ava- 
tares del clima, que le dieron un fuerte golpe. 


Aclaro que compartimos las consecuencias globales 
expresadas por el Miembro Informante y creemos plena- 
mente que, como en otras oportunidades, este Cuerpo no 
debe dar lugar al juicio político por los elementos mencio- 
nados y por el eje central que es la confusión e interpreta- 
ción no acorde a Derecho de cuáles son los medios jurídicos 
que tienen los ciudadanos y las empresas para reclamar. Tal 
como señala el señor Senador Moreira -de lo cual, sincera- 
mente, no tenía conocimiento-, ya hay un juicio en primera 
instancia donde se condena a la Intendencia. Pero eso es 
harina de otro costal. El hecho de que un Juez de Primera 
Instancia sancione a una Intendencia no tiene nada que ver 
con el juicio político a un Intendente. Una cosa es una cosa 
y otra cosa es otra cosa. El Derecho establece la pirámide 
keynesiana de la importancia relativa de las normas. Me 
parece correcto que eso haya sido derivado a la Justicia; y 
si el Juez entendió lo señalado, la Intendencia apelará. Este 
tipo de situaciones se da en todas las Intendencias. En 
consecuencia, no partimos de hechos de la Administración 
o interpretación de violación de la Constitución. El artículo 
en el que se establece que procede el juicio político, es 
claro. Las interpretaciones se aplican en normas de menor 
jerarquía y para otros institutos. 


En este momento especial de campaña política que esta- 
mos viviendo, no queremos hacer más que un análisis 
jurídico de los hechos. Sabemos que formamos parte de un 
cuerpo político y que, en este caso en que nos constituimos 
en jueces, debemos actuar con sobriedad jurídica y clari- 
dad, tal como lo hizo nuestro Miembro Informante. Asimis- 
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mo, esperamos que esto no haya sido motivado por la 
campaña electoral o que se haya intentado buscar la ampli- 
ficación de problemas, que no tienen al juicio político como 
instrumento, con el fin de generar situaciones políticas para 
menoscabar la imagen de la Intendencia Municipal de 
Maldonado. Todos los que hacemos política y nos encon- 
tramos en el seno de este Cuerpo hemos peleado para poder 
ejercer la democracia a pleno, pero no podemos forzar 
situaciones jurídicas, tratando de trasmitir a la población 
actitudes inconstitucionales de un Intendente que actúa de 
acuerdo a Derecho, con el fin de desprestigiarlo y sacar una 
pequeña ventaja. 


Porlo expuesto, agradeciendo la deferencia de los cole- 
gas, creo que es claro y notorio que no corresponde el juicio 
político en el caso que nos ocupa. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Nosotros hicimos una 
fundamentación jurídica, punto por punto, señalando dón- 
de estaban las que nosotros considerábamos violaciones a 
la Constitución. En ningún momento hablé de delitos gra- 
ves, sino de violación de la Constitución en las dos hipó- 
tesis que prevé el artículo 296. Además, señalé qué artículos 
de la Constitución se habían violado, manteniéndome den- 
tro del objeto y el procedimiento del juicio político y tratan- 
do de hacerlo con la mayor corrección. Por supuesto, hace 
un tiempo más que prudencial que este juicio político fue 
promovido. Ahora ha llegado al Senado de la República y le 
hemos dado el curso que corresponde. Personalmente no he 
hecho ni pretendo hacer explotación política alguna de este 
tema. Sin embargo, si se ha violado la Constitución median- 
te la adopción de resoluciones, no tengo la culpa. Nosotros 
estamos en el Senado para tomar posición y resolver conlos 
elementos de hecho y de Derecho que tenemos arriba de la 
mesa. He estudiado el tema y tengo la íntima convicción de 
que aquí han mediado apartamientos del marco constitucio- 
nal vigente en la República Oriental del Uruguay. Además, 
por un lado hay acciones penales; por otro, acciones 
reparatorias y, por otro, acciones administrativas. Simple- 
mente, las he referido pero no dije que tengan que pasar por 
acá. En este ámbito se trata el juicio político, se manejan los 
conceptos, se analizan los criterios y se adopta una deci- 
sión. El señor Senador Ríos puede quedarse muy tranquilo 
en el sentido de que no pretendo hacer ninguna explotación 
política de esto. Solamente digo que en estas resoluciones 
se ha violado el marco constitucional y que, por lo tanto, 
esto amerita la prosecución de un juicio político y la toma 
de una decisión. Aunque la Bancada de Gobierno no lo 
comparte, entendemos que las violaciones a la Constitu- 
ción son de tal gravedad que ameritan la separación del 
cargo del señor Intendente. Aquí no hay explotación polí- 
tica ni nada; quienes quieran reclamar, que lo hagan por su 
lado. Este Senado se ha reunido para juzgar este asunto. 
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He expresado mi opinión basado en el análisis jurídico de 
este tema. Simplemente he enumerado las consecuencias de 
otro tipo, aclarando que considero que se basan en la 
violación misma de la Constitución. 


SEÑOR ANTIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ANTIA.- Nosotros no participamos, días pasa- 
dos, de la reunión de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de este Senado, justamente para dar a nuestros 
compañeros del Partido la derecha de manejar este tema con 
total profesionalidad desde el punto de vista jurídico. No 
queríamos hacer consideraciones políticas sobre algo que 
nos comprende claramente, pues en este momento se están 
discutiendo las actitudes de la actual Administración del 
Frente Amplio en nuestro departamento. 


Aclaro que respaldamos plenamente lo planteado por 
los quince Ediles de todos los sectores del Partido Nacio- 
nal, que han actuado con gran celo y responsabilidad en el 
control que establece la ley. La Junta Departamental es el 
principal órgano de control de la gestión del Gobierno 
Municipal. Todos los integrantes del Partido Nacional de 
Maldonado, incluyendo a todas las agrupaciones y secto- 
res, estamos contestes en que en nuestro departamento 
esta Administración del Frente Amplio ha cometido graves 
ilegalidades e irregularidades que llevan a que los quince 
Ediles presenten una moción de destitución del Intendente 
de Maldonado, en este juicio político, por violación perma- 
nente y grave a la Constitución de la República. Ha come- 
tido sucesivas violaciones que llevan al desprestigio de la 
actividad política, al manoseo permanente de la ley y quién 
sabe a qué pueden llevar si continuamos en este camino de 
constantes violaciones a la ley. ¿Qué pasaría si el ejemplo 
que hoy respalda toda la Bancada del Frente Amplio, defen- 
diendo todas estas ilegalidades cometidas por este Inten- 
dente, se generalizara en las restantes dieciocho Intenden- 
cias del país? Lo planteo porque, total, no se le da bolilla a 
las observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas, se 
contrata directamente, no se hacen licitaciones y se hace lo 
que se quiere. Pero, además, se dice esto expresamente y, en 
ese sentido, uno de los problemas más graves que hemos 
tenido en Maldonado es esa referencia personal del actual 
Intendente, en momentos en quese planteó la discusión por 
la contratación directa de SATENTL. El señor Intendente ha 
dicho orondamente en los distintos medios de comunica- 
ción: “Nosotros vamos a seguir adelante con lo de SATENIL, 
con o sin observaciones del Tribunal de Cuentas”. Eso es 
una decisión política del Frente Amplio o del grupo político 
del Intendente, pero es una decisión política. Además, se 
adjudican intenciones políticas retorcidas para menoscabo 
del Tribunal de Cuentas de la República; se está atacando 
una institución que defiende la legalidad. Y cuando habla de 
intenciones políticas retorcidas lo hace porque el Tribunal 
está conformado con blancos y colorados y el señor Inten- 
dente de Maldonado ignora que los dos representantes del 
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Frente Amplio -también integrantes de ese Tribunal de 
Cuentas- votaron a favor de la ilegalidad y en contra de la 
contratación directa, pidiendo su anulación. En definitiva, 
me quería referir a lo más grande para luego detenerme en los 
detalles. 


Esa violación permanente de la legalidad, ¿a qué puede 
llevar a este país si se la empieza a aceptar como natural? 
¿No será que la estamos aceptando porque estamos en 
pleno proceso político y ya empezaron a aparecer pancartas, 
carteles y números en mi departamento, donde un candidato 
a Presidente de esta fuerza política que hoy gobierna, 
aparece asociado al actual Intendente? ¿Es ahora que debe- 
mos sacar rápido este expediente, sin analizarlo? Capaz que 
hubiera sido mejor mantenerlo guardado como pretendie- 
ron hacerlo todos estos años. Nuestro Partido hace un año 
y medio que planteó este tema en el Senado de la República 
y no es justo que se esté tratando de torcer la opinión 
diciendo que los blancos quisieron eludir el tema y que 
debido a las internas partidarias había quedado trancado. 
No, señor; no es así. Todo nuestro Partido está unido en el 
control de este Gobierno, que ha cometido una enorme 
cantidad de ilegalidades, y hoy no vamos a hacernos eco 
políticamente de eso, porque lo juzgará la ciudadanía en la 
próxima elección. De todas maneras, tenemos que marcar 
esas llegalidades cometidas en forma constante y no puede 
ser que sean permitidas por el Senado de la República. 
Además, no se trata de un tema menor ya que tomó estado 
público nacional durante mucho tiempo. Incluso el partido 
de Gobierno movió todos sus piolines; tanto es así que el 
Secretario del propio Presidente de la República hizo un 
asado en la barbacoa de su casa para calmar las aguas; por 
su parte, el Presidente de la Mesa política del Frente Amplio 
realizó no sé cuántas excursiones, cónclaves y concilios en 
Maldonado para ver si las distintas partes integrantes de su 
Partido se ponían de acuerdo y este tema quedaba asi, bajo 
cuerda, sin que saliera a la opinión pública. Es un estilo que 
no compartimos como blancos porque cuando tenemos algo 
para decir de nuestro Partido, estemos de acuerdo o no, lo 
denunciamos y lo ponemos arriba de la mesa, trabajando 
con cristalinidad en lo que tiene que ver con la defensa de 
la moral pública. No tapamos situaciones. Incluso, en nues- 
tra Administración, cuando un mal funcionario cometió 
errores, nosotros mismos lo denunciamos ante la Justicia. 
Esa es siempre una bandera que orgullosamente hemos 
enarbolado: no tratamos de tapar ilegalidades. Sin embargo, 
en todo este proceso hubo cosas muy oscuras, muchas 
ilegalidades que los Ediles denuncian con razón y que 
presentan juntas para generar este juicio político. Una cosa 
es una violación aislada, porque puede haber errores en una 
contratación o en un convenio de patrocinio, pero cuando 
en la sumatoria se advierte una ilegalidad tras otra, es como 
reírse de la Constitución y de la ley y tomarle el pelo a la 
democracia de este país, que tanto costó recuperar y por la 
que peleó tanta gente. Acá hubo una falta de responsabi- 
lidad de la fuerza política que gobierna Maldonado porque 
no respetó las normas de contratación y la Constitución de 
la República; y eso es, precisamente, lo que los Ediles de mi 
Partido están denunciando y nosotros estamos respaldan- 
do. 
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¿Es lo mismo pagar a los funcionarios lo que manda la ley 
que reducir por decreto sus haberes en un 4,4%? Nosotros, 
durante la mayor crisis de la historia de nuestro país en los 
últimos cincuenta años -a la que aquí se ha hecho referen- 
cia-, cuando tuvimos que hacer una reducción salarial, lo 
hicimos con el respaldo de la Junta Departamental, respe- 
tando las normas. Si bien hubo una reclamación de algunos 
funcionarios, la Suprema Corte de Justicia, cuando se expl- 
dió, nos dio la razón en cuanto a la reducción salarial en casi 
todos los años, a excepción de los primeros seis meses 
porque debido a un tema instrumental, no se había podido 
lograr la aprobación. Reitero que el resto del período sí fue 
respaldado por ese organismo. Nosotros no planteamos 
una resolución administrativa, como lo hizo esta Adminis- 
tración, perjudicando por cinco años a todos los funciona- 
rios de la Intendencia Municipal de Maldonado. Esto tenía 
que ver con el artículo por el cual los Ediles denuncian la 
gratificación salarial que el Gobierno quiere dar, aunque 
condicionándola a que se levanten los juicios, violando 
todo principio de igualdad. En ese sentido hay otras 
ilegalidades, pero no les importa y hoy así lo sostienen, 
presentando informes que no tienen validez. Por ejemplo, 
no les interesa que el suplente del Intendente sea un fun- 
cionario público -lo cual nunca se vio-, ni que se contrate 
por fuera a empresas que, a su vez, se benefician de la 
Intendencia. ¿Eso no es ilegal? ¿Vamos a seguir permitiendo 
todo esto? ¡Esto es un “Viva la Pepa”! ¿Vamos a dejar que 
en el futuro pase esto en todas las Intendencias del país? 
¿Adónde vamos? 


Por resolución administrativa se hizo una disminución 
de los beneficios tributarios del 10% al 6%, sin respetar 
normas presupuestales del Estado; tampoco les importó la 
ley e hicieron todo esto sueltos de cuerpo. Nosotros, por un 
2% de incremento de la patente, tuvimos que devolver la 
plata a los vecinos cuando la Junta Departamental nos dijo 
que no estábamos cumpliendo las normas porque la norma- 
tiva de modificación del valor de la misma no se había 
publicado a tiempo en el Diario Oficial. Por tanto, el gobier- 
no del Partido Nacional, a cargo de la Intendencia de 
Maldonado, devolvió la plata de las patentes y ahora se hizo 
administrativamente. Ahí está la diferencia a observar en 
cuanto al respeto de la legalidad. 


Vamos a referirnos ahora al tema de fondo -aunque habrá 
muchos otros a considerar-, que tiene que ver con una 
enorme ilegalidad que roza lo que significa la moral adminis- 
trativa y la conducta administrativa de un gobierno que, en 
este caso, está siendo defendida por todo su Partido, lo que 
a nuestro entender es muy grave. Digo esto porque el 
propio partido de Gobierno tiene sus representantes en el 
departamento y, precisamente, en la Junta Departamental, 
los Ediles de un sector de esta fuerza política se manifesta- 
ron en contra del sistema de contratación, argumentando 
razones muy oscuras en dicho proceso; incluso, en la 
propia Junta votaron y fundamentaron de una vez por todas 
la nulidad de este contrato, porque se sintieron frustrados 
con respecto a la bandera de cristalinidad y transparencia 
en la moral pública -que levantaron durante tantos años- en 
lo que refiere a las contrataciones que realiza el Estado. Por 
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suerte, ahí también hubo dirigentes del Frente Amplio de- 
mócratas que se apegaron a esa razón que nos mueve a 
todos a trabajar en política: hacer las cosas en beneficio de 
la sociedad y con la máxima transparencia, por la defensa de 
los valores de nuestro país y de quienes nos enseñaron lo 
que teníamos que hacer en la vida, en la política y por la 
historia misma de la democracia de este país. Por suerte, 
hubo quienes mantuvieron en alto esos valores y ahí surgió 
la contradicción, porque no hubo manera de tapar esa 
acción de amiguismo. Es más, pretendieron darle forma de 
convenio de patrocinio, lo que no funcionó; pretendieron 
darle el carácter de grave y urgente debido al temporal, 
como si en Maldonado todo hubiera ocurrido a raíz del 
temporal hasta el día de hoy. Como decía, ese convenio de 
patrocinio no funcionó porque no había razones para esta- 
blecer la urgencia en un contrato de tres años. El propio 
Municipio de Maldonado -como lo señalaron los Ediles y 
surge de la Comisión Investigadora- demoró dos años en 
presentar los proyectos de obras en los que la empresa 
invertiría esos US$ 90.000, como contrapartida, en la plaza 
de Punta del Este. Tampoco había razones de urgencia 
cuando al propio Municipio no le urgía. 


Asimismo, se habló de la destrucción de casetas, pero 
solamente fueron tres y ya habían sido reparadas antes de 
conceder ese contrato. 


En síntesis, podría decirse que este no fue un convenio 
de patrocinio cualquiera; no es el convenio de patrocinio al 
que hacía referencia el Presidente de la Comisión cuando 
hablaba de este tipo de convenios con relación a las Grutas 
de Salamanca, a San Fernando, o aun área de limpieza de una 
plaza. No, señor; este es un negocio que favoreció a una 
empresa a la que había que concederle ese favor. La orden 
vino de arriba el 22 de diciembre cuando, con motosierras, 
comenzaron a cortar la madera dura de una serie de paradas 
de ómnibus existentes en el departamento de Maldonado, 
que eran de buena calidad y no tenían ningún daño. Cuatro 
años después, allí están los “toquitos” como testigos en 
todo el departamento. Cuando se comenzó con este proce- 
dimiento, la gente llamó a todas las radios para decir lo que 
estaba pasando, o sea, que estaban quitando todas las 
paradas en pleno diciembre, cuando los rayos del sol son 
más fuertes. 


Hubo quienes manifestaron que esto venía de arriba, 
entre ellos, nosotros, pues teníamos información al respec- 
to. También expresamos que esto le iba a generar problemas 
al Municipio. ¡Y vaya si hoy existen dificultades, problemas 
y juicios!, porque ya hay sentencias judiciales en contra de 
estas medidas adoptadas por la Intendencia y por la falta de 
respeto que caracterizó a esta contratación. Había princi- 
pios de ejecución y órdenes dadas por la Dirección de 
Tránsito y Transporte que ignoraban que en el quinto piso 
del edificio de la Intendencia se estaba decidiendo otras 
cosas. En medios de prensa se reconoció que este asunto 
fue resuelto, pura y exclusivamente, por el Intendente, por 
su Secretario y por el Director de Comunicaciones, sin que 
el resto del funcionariado tuviera conocimiento de ello. Así 
surge de la Comisión Investigadora, de las declaraciones de 
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los diferentes representantes, del propio Secretario General 
de la Intendencia y del Director de Tránsito. Por supuesto, 
después se trató de acomodar estas declaraciones porque 
en virtud de ellas el Gobierno Departamental había quedado 
muy mal parado, sobre todo, porque en cinco o siete días el 
asunto pasa, como una especie de relámpago, por las dife- 
rentes Direcciones, para lograr su aprobación a pesar de 
que no se incluía ningún informe técnico. 


Eso huele mal. La gente de Maldonado sabe que huele 
mal. Por esa razón, no nos gusta que en este Senado de la 
República, por compañerismo y solidaridad política, nues- 
tros colegas no se den cuenta del daño que se hace a la 
democracia cuando se respalda este tipo de acciones. Días 
pasados escuché que uno de los candidatos de la fuerza 
política que decía que “olía mal”, habló de política y de 
negocios. Esto sí es política y negocio; nosotros sabemos 
a qué se refería, todos intuíamos de qué hablaba, pero 
también lo intuyó aquel Legislador de la fuerza de Gobierno 
que estaba en contra de esto y que hizo duras referencias 
a este contrato directo celebrado por el Municipio de 
Maldonado. Este es el tema cuya ilegalidad plantean hoy 
los Ediles de Maldonado, porque hubo muchas otras. Po- 
dría decirse que, a partir de éstas: ¡”Viva la Pepa” para el 
resto! Fue así, entonces, que se produjo una contratación 
con FUECI y, en forma ilegal, año a año y mes a mes, el 
Gobierno Departamental, asociado con un gremio, trabaja, 
como empresa privada, utilizando al propio gremio como 
fuente de trabajo de una cantidad de compañeros políticos 
del departamento. ¡”Viva la Pepa”! ¿Eso está avalado? ¿No 
importa esa contratación? Así, aparecen múltiples violacio- 
nes en ese sentido. 


Señores Senadores: cuando se es Gobierno hay que 
actuar dentro de la ley. Eso es lo que los Ediles de Maldonado 
plantearon cuando solicitaron este juicio político y pidie- 
ron que se anulara esa licitación, que -por cierto- no se 
anuló. Recuerdo que se hicieron múltiples excursiones, de 
candidatos a Presidente, de dirigentes de primera línea, de 
allegados a la Mesa Política, para que se cambiara de actitud 
y se quedaran quietitos con este tema. Es, más o menos, lo 
mismo que ocurrió con el tema “casinos”, que se tapó 
durante años hasta que no se pudo más y que afecta 
seriamente la credibilidad del partido de Gobierno en este 
momento. Sin duda, van a sufrir los costos políticos en la 
próxima elección, tal como está ocurriendo hoy en 
Maldonado por toda esta serie de ilegalidades. La gente lo 
sabe porque, como dije antes, se pueden ver los “toquitos” 
que quedaron de las paradas cortadas a motosierra. 


Quienes todos los días toman ómnibus tienen muy claro 
el por qué de ese cambio en la publicidad del departamento. 
Si faltaba algo como prueba de la gran ilegalidad, “la prueba 
del 9” -como se decía en el liceo- fue el propio llamado a 
licitación que hizo el Gobierno Departamental para el tema 
de la publicidad y, en tres años de concesión, la propia 
empresa beneficiaria hizo lo que quiso. Entre otras cosas, 
cortó las calles de Maldonado, pasando un cable de electri- 
cidad sin protección ni control Municipal, con el peligro 
que ello significa para los niños. Tengo fotos, que puedo 
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mostrar a quienes estén interesados en ver estos cables 
tirados por las calles, cortando rutas y avenidas. Hoy la 
propia empresa presenta, como datos de su licitación, 
US$ 480.000 por año, cuando antes -como me acota el señor 
Senador Long- eran US$ 30.000. Esta es “la prueba del 9” de 
que esa empresa recibió un gran favor en los tres años 
anteriores, sin control porque era a cuenta de obras. ¡Que 
me digan lo contrario! ¡Que alguien me explique esa diferen- 
cia! 


¿Saben, señores Senadores?, voy a contar algo más 
basándome en la opinión de un vecino, vendedor de diarios, 
que un día fue a reclamar por una publicidad que les permitía 
solventar los gastos de canastas de fin de año y otras 
asignaciones a los vecinos que vendían diarios en las 
esquinas del departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Ha llegado 
a la Mesa una moción de orden en el sentido de que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-19en 20. Afirmativa. 

Continúa en uso de la palabra el señor Senador Antía. 


SEÑOR ANTIA.- Como dije antes, ese vecino fue a 
reclamar por una publicidad que tenían en los quioscos, de 
algún medio de comunicación extranjero, que les permitía 
solventar esos beneficios sociales a los vendedores de 
diarios. A ese respecto, se dirigió al Radisson Victoria Plaza 
para reclamar a la nueva empresa concesionaria y le respon- 
dieron: “Nosotros ayudamos mucho a este Gobierno a 
llegar. Ahora tenemos tres años y ustedes tienen que sacar 
la publicidad de ahí, no hay otro remedio”. ¿Qué ocurrió? 
Los mandaron a negociar por intermedio del Secretario del 
Intendente para ver si podían conseguir otra publicidad. 
Así lo hicieron y pudieron seguir cumpliendo -entre otras 
cosas- con las canastas navideñas, pero tuvieron que ne- 
gociar con la empresa concesionaria. 


Lo mismo pasó cuando la Liga de Fomento de Piriápolis 
hizo carteles para ubicar los distintos lugares turísticos del 
balneario. Gastaron en pintura para esos carteles, pero no 
los pudieron colocar porque la publicidad no era por con- 
venio de patrocinio, sino que la negociación refería a toda 
la costa del departamento perjudicando, sin duda, al turis- 
mo. 


Se mire por donde se mire, esta situación nos va a 
generar problemas. Hay instancias de ilegalidad planteadas 
por diferentes empresas, sobre las que hay sentencia. La 
primera de ellas es por US$ 150.000, pero vienen por más 
porque hay otras empresas reclamando. Ese dinero no lo 
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puede pagar “Juan Pueblo”. Por ello, es necesario actuar 
dentro de la Ley y hacer las correcciones necesarias. La 
Junta Departamental le solicitó al Intendente que no adju- 
dicara así nomás, que llamara a licitación. De haber proce- 
dido así, nos hubiéramos ahorrado muchos dolores de 
cabeza, hoy no estaríamos discutiendo este tema ni el 
partido de Gobierno tendría que defender al Intendente de 
la manera en que lo está haciendo. Por supuesto, es lógico 
que lo defienda porque es un integrante de su partido. Si se 
hubiera cumplido con la ley y con las normas, nos habría- 
mos ahorrado muchas discusiones, y muchos mensajes de 
transparencia y cristalinidad podrían devolverles a los uru- 
guayos la fe en quienes ellos delegan la responsabilidad 
política de representarlos. 


Creo que se podría hablar muchas horas más sobre este 
episodio y, a pesar de que se me ha concedido una prórroga, 
no voy a hacer uso de ella en su totalidad porque me parece 
que es suficiente con lo que ya hemos planteado en el día 
de hoy. Para el país y para la gente de Maldonado está claro 
que acá hubo graves ilegalidades en la contratación y sé 
que para muchos de los Senadores aquí presentes es duro 
defenderlas, como lo están haciendo, con argumentos de 
escaso tenor. 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra la señora Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMAS.- Señor Presidente: quiero suscribir 
en toda su extensión y punto por punto el informe presen- 
tado por nuestro compañero, el señor Senador Gargano, y 
la exposición realizada por el señor Senador Ríos, por enten- 
der que contestaron y fundamentaron con mucha precisión, 
en nuestro concepto, que no es pertinente iniciar un juicio 
político al señor Intendente de Maldonado por las causales 
argumentadas por los Ediles que se presentaron ante la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado que en 
este momento, temporalmente, estoy integrando. 


Es cierto que les asiste derecho a solicitar el procedi- 
miento porque han obtenido el número de firmas, tal como 
lo establecen los artículos correspondientes de la Consti- 
tución de la República, pero aquí no se ha mencionado que, 
precisamente, el artículo 102 establece que corresponde a la 
Cámara de Senadores “abrir juicio público a los acusados 
por la Cámara de Representantes o la Junta Departamental, 
en su caso, y pronunciar sentencia al solo efecto de sepa- 
rarlos de sus cargos, por dos tercios de votos del total de 
sus componentes”. Quiere decir que la Constitución prevé 
que el juicio político tenga lugar y que, efectivamente, 
termine en la destitución por dos tercios de votos de inte- 
grantes de la Cámara de Senadores. 


No voy a contestar algunas apreciaciones que se han 
hecho -por considerarlas altamente subjetivas y muy hi- 
rientes- acerca de las intencionalidades políticas. También 
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podría entrar en el análisis de los silencios de algunos 
sectores de otras filas que no integran el Frente Amplio, 
pero, en virtud del examen realizado, me voy a permitir decir, 
simplemente, que no nos parece pertinente que se lleve a 
cabo un juicio político tal como lo determinan los artículos 
de la Constitución, es decir, por haberse cometido graves 
violaciones a la Carta o delitos graves. Creemos que este no 
es el caso y queremos dejar constancia -en particular, 
Asamblea Uruguay, como sector político dentro del Frente 
Amplio- de que respaldamos absolutamente al señor Inten- 
dente de Maldonado y a su gestión y que, por lo tanto, de 
ninguna manera consideramos de recibo las razones que se 
esgrimen para plantear este juicio político. 


De todas formas, no podemos dejar de caer en la tenta- 
ción de aclarar algunos puntos que nos parece que no han 
sido debidamente tratados. En particular, queremos referir- 
nos a la supuesta violación de la Constitución por el ajuste 
salarial de los funcionarios. Creo que el punto se ha tratado 
un poco ligeramente dado que había una disposición depar- 
tamental que determinaba el ajuste del salario de los funcio- 
narios del departamento, adecuándolo al decreto corres- 
pondiente del Poder Ejecutivo para los funcionarios de la 
Administración Central. En el caso mencionado, a nuestro 
juicio, a partir del año 2005 las actuaciones se han ceñido 
estrictamente a lo resuelto por la disposición municipal, 
dado que el decreto del Poder Ejecutivo, que a partir de 
enero determinó un aumento de salarios, consta de dos 
literales: uno, que habla del ajuste salarial -que es el que se 
mencionaba aquí- del 2.7% para toda la Administración 
Central y, otro, que refiere a la adecuación orecomposición 
del salario, que reviste una serie de particularidades. Es así 
que en la Administración Central este último porcentaje de 
recuperación se aplicó de distintas maneras, de acuerdo 
con las realidades de cada lugar. Menos aún, entonces, 
podemos pretender que se aplique tal cual a los funciona- 
rios departamentales que, si bien tienen necesidad de recu- 
peración -ya que han perdido salario, no solo por la infla- 
ción, sino también por otras causas-, también tienen sus 
particularidades, las que fueron contempladas en el propio 
presupuesto departamental del período 2006-2010 y que, 
además, fueron convenidas con la organización sindical de 
los funcionarios. En consecuencia, se aplicó el ajuste esta- 
blecido por el Poder Ejecutivo para todos los funcionarios 
públicos y, luego, se estableció la recuperación de acuerdo 
a un convenio que se determinó, reitero, en el presupuesto, 
con una previsión de recuperación salarial para el período 
2006-2010, del 1.5% al 1” de julio de 2006 y al 1* de julio de 
2007, Quiere decir que hay una distinción muy clara entre lo 
que es el ajuste para todos los funcionarios públicos y lo 
que significa la recuperación salarial. Porlo tanto, creemos 
que la actuación del Gobierno Departamental en ese plano 
fue absolutamente ajustada a Derecho. 


No estoy priorizando determinados puntos, sino que 
agrego argumentos a algunos de los ítems. Quiero decir que 
en el caso que se cita como el más importante, que es el 
convenio de patrocinio realizado con la empresa SATENIL 
S.A., no se han mencionado algunos puntos como, por 
ejemplo, los convenios de patrocinio que se realizaron en la 
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anterior Administración -si se lo ha hecho, ha sido muy 
lateralmente- y, además, se ha repetido que ese convenio 
tuvo carácter de monopolio. En este sentido, quiero decir 
que, de las declaraciones efectuadas en la Comisión, surge 
claramente que esto no fue así. En el artículo 7” del propio 
convenio de patrocinio con esta empresa se excluyen las 
zonas que quedan especialmente fuera de ese contrato de 
publicidad. Se trata de áreas de explotación exclusivas, 
como los paradores, las casetas de guardavidas y la gama 
de eventos que se hacen durante la temporada. Entonces, 
de ninguna manera se trata de un convenio con carácter de 
monopolio y esto es fundamental mencionarlo. 


Por otra parte, si hay algo que la Administración haya 
realizado con carácter de convenio de patrocinio que pueda 
entenderse como figura jurídica posible, esto está funda- 
mentado abundantemente en la situación de urgencia y, 
sobre todo, de colapso departamental que, de pronto, no se 
sitúa especialmente en el caso de las paradas de ómnibus, 
pero sí en todo el resto del departamento de Maldonado. 
Esto hace muy difícil generar rápidamente el respaldo de 
todos los servicios necesarios a un mes de que aparezcan 
las primeras delegaciones de avanzada para hacer los con- 
tratos para el turismo de la temporada. Es evidente que la 
urgencia está configurada y, justamente, se manifiesta en 
las declaraciones que realizaron los propios Ediles como lo 
hizo, por ejemplo, el Edil Martín Laventure al señalar en la 
Comisión -tal como figura en la versión taquigráfica- que 
estaba de acuerdo con que no había tiempo para un llamado 
a licitación. Esto significa que, por lo menos, estaba descar- 
tando una de las posibles figuras, no con mala intención, 
sino reconociendo la situación de urgencia en que se esta- 
ban produciendo los hechos. Además, tampoco había de- 
masiadas posibilidades de extender el contrato alas empre- 
sas que ya venían funcionando -en particular, una de ellas-, 
dado que los técnicos de la Dirección de Planeamiento de 
la propia Intendencia ya venían señalando que las mismas 
estaban incumpliendo los contratos y que no entregaban la 
cantidad de material requerido, ni habían hecho los trabajos 
estipulados. En consecuencia, nada aconsejaba 
contundentemente que se extendiera el contrato a las em- 
presas que ya estaban. 


Sé que todo esto es muy opinable aunque, a nuestro 
juicio, no hubo ninguna violación grave de la Constitución 
de la República. 


No queremos extendernos, pero sí precisar algunos 
puntos que creemos que no quedaron muy claros en las 
argumentaciones precedentes. 


Reivindicamos el instituto del juicio político que prevé 
la Constitución. Nadie está libre de caer en una situación de 
contraposición de ideas y de que en campañas electorales 
se apele a todo tipo de cuestiones legales para generar, por 
lo menos, un manto de sospechas sobre las Administracio- 
nes adversarias, pero creo que en este Cuerpo debemos 
priorizar el análisis respecto a si efectivamente los argu- 
mentos aquí enunciados culminan en una resolución de 
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violación grave de la Constitución o de delito grave, y no 
es el caso que nos ocupa. 


Señalo que fueron muy claras las exposiciones, tanto del 
señor Intendente del departamento de Maldonado como de 
los asesores jurídicos y otros Directores que expusieron 
sus puntos de vista en el seno de la Comisión, e incluso la 
de algún Director que especialmente fue convocado apedi- 
do de un señor Senador del Partido Nacional que luego no 
se hizo presente para realizarle las preguntas correspon- 
dientes. Insisto en que fueron meridianamente claras las 
explicaciones dadas y en que no estamos de acuerdo con 
hacer lugar al juicio político. 


Se dijo que durante un año y medio este tema no fue 
analizado; incluso, la prensa señaló que un Senador del 
Partido Nacional, siendo Presidente de la Comisión corres- 
pondiente, también había dilatado su consideración, pero 
eso no es verdad, porque no lo dilató ni tampoco revestía 
ese cargo. En realidad, es cierto que el pedido de juicio 
político ingresó al Senado y que este lo derivó ala Comisión 
de Constitución y Legislación, pero no se habían entregado 
los antecedentes y el material para examinar el expediente 
que contenía todas las explicaciones y obrados de la Justi- 
cia y de la Junta Departamental de Maldonado. Fue por ese 
motivo que transcurrió el lapso antes mencionado, a pesar 
de que la Bancada del Frente Amplio tenía sumo interés en 
tratar el tema por la justeza de sus razones para negarlo y de 
que los miembros de la Comisión pertenecientes a otros 
partidos también querían considerarlo. Reitero que los obra- 
dos no aparecían; el expediente con toda la información 
llegó a último momento, y la Comisión decidió tratarlo con 
toda la celeridad posible. 


Esta es la posición que queríamos dejar sentada. 
Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Alberto Couriel).- La Presi- 
dencia quiere destacar que ha hecho todos los esfuerzos 
posibles -por la vía de los gestos y de la imagen- para que 
se cumpliera lo dispuesto por una resolución del Cuerpo 
según la cual no se puede hablar por celular en Sala, pero 
por lo menos tres señores Senadores generaron esa 
inconducta. 


Luego de dicho esto, me retiro con alegría de la Presiden- 
cia para que el señor Senador Mujica ocupe este lugar. 


(Hilaridad) 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador José Mujica) 
SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 
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SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: quiero com- 
plementar las intervenciones de los colegas de nuestra 
Bancada, porque realmente hemos escuchado alguna expo- 
sición que nos ha llamado la atención, como cuando se 
señaló que los Ediles denunciantes, los que proponen este 
juicio político, han actuado con celo y control de la Admi- 
nistración. Nos parece que eso está muy bien, pero creemos 
que esta propuesta, en realidad, ha dejado en claro algunas 
incongruencias y detalles que los implican a ellos mismos, 
porque en algunos casos fueron participantes y Directores 
de las Administraciones anteriores. Es más: observamos 
que, en muchos casos, las cuestiones denunciadas no 
fueron tomadas en cuenta con tanto celo en esas Adminis- 
traciones anteriores. 


La primera denuncia refiere a la violación del régimen de 
ajuste salarial. Si bien esto ya fue explicado desde el punto 
de vista jurídico, mencionándose por qué fueron tomadas 
esas decisiones, no se dijo que en el primer año de la 
Administración -como sucede con todas- no había previ- 
sión presupuestal para hacer un ajuste mayor, como tampo- 
co que fue la decisión de rebajar sueldos -establecida en el 
Decreto N* 3764/2002, dictado en el período anterior, que 
suspende la prima por antigiiedad y deroga la prima por 
temporada, con lo que se produce una nueva tabla de 
sueldos- lo que motivó los juicios de los funcionarios, con 
los que se encontró el jefe comunal actual. Esta Administra- 
ción decide compensar con una gratificación esa disminu- 
ción de las compensaciones que ya había generado todos 
los juicios que estaban “explotando” en ese momento. 
Obviamente, ese Decreto de la Administración anterior 
-que, curiosamente, no mencionaron los Ediles denuncian- 
tes, pese a que ellos participaban de tal Administración- fue 
declarado inconstitucional posteriormente, pero resultaba 
lógico que al haberse establecido una gratificación para 
tratar de compensar la rebaja de sueldos generada por la 
anterior Administración -no decimos que no haya sido 
necesario tomar esa decisión en virtud de la crisis de 2002, 
pero creemos que no se debió adoptar con el grado de 
desprolijidad administrativa que luego motivó la declara- 
ción de inconstitucionalidad de ese Decreto-, quienes ha- 
bían promovido los juicios, con razón, no podían pretender 
un doble cobro. 


Por lo tanto, nos parece que en lo que refiere al celo y el 
control, esta primera denuncia de los Ediles deja al descu- 
bierto una doble conducta o estándar con relación a su 
participación en la Administración anterior. 


Con respecto a los tan discutidos convenios de patro- 
cinio -que fueron creados en Administraciones anteriores, 
concretamente en 1995-, podemos analizar si es una figura 
utilizable o no, pero lo cierto es que existía. 


Como dijo la señora Senador Dalmás, ante la circunstan- 
cia de la pretemporada y de tener que reconstruir el depar- 
tamento, se optó -incluso con la opinión favorable de 
alguno de los señores Ediles que presentan el recurso de 
juicio político- por esa alternativa, porque no había otra. 
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Las alternativas eran: se hacía una licitación -que todos 
sabemos lo que demora-, se renovaba el contrato a las 
empresas ya contratadas, o se realizaba un convenio de 
patrocinio. Lo curioso es que los Ediles que presentan el 
pedido de juicio político tampoco dicen que se recogió la 
experiencia y el asesoramiento de la Administración ante- 
rior. El asesor jurídico precedente -a quien tengo el gusto 
de conocer porque fuimos Ediles en el mismo período legis- 
lativo- manifestó que las dos empresas que ya estaban 
contratadas -y que recurren en este caso de SATENILS.A.- 
eran incumplidoras y, por lo tanto, recomendó por escrito a 
la que finalmente se contrató. No entendemos, pues, la 
lógica de los Ediles que presentan el recurso, porque inclu- 
so se sigue el asesoramiento político-jurídico de la Admi- 
nistración anterior. 


Nos llama la atención que en este contrato preciso se 
reclamen contrapartidas de ingresos en virtud de que son 
millonarias las posibilidades, cuando en ninguno de los 
diecinueve convenios de patrocinio que mencionó el señor 
Senador Gargano como Miembro Informante, figura un solo 
peso de entrada por concepto de cánones. Realmente, nos 
preguntamos qué hacía suponer que eso era millonario 
cuando no figura en los antecedentes de ingresos de la 
Intendencia Municipal de Maldonado. Para celo y control, 
todos estos aspectos dejan mucho que desear. 


Con relación al tema de las licitaciones, siempre son 
importantes los datos numéricos. Es bueno que se sepa que 
entre los años 2000 y 2004 -o sea, en un período de cinco 
años- la Intendencia Municipal de Maldonado efectuó 101 
licitaciones, y desde 2005 a 2008 -en cuatro años- la actual 
Administración ha hecho 176 licitaciones. 


Por ejemplo, en el caso de la famosas casetas -tan 
largamente discutido y presentado como prueba-, está bien 
descrito que hubo dos llamados a licitación que resultaron 
desiertos y que, por lo tanto, se recurre a una serie de 
contratos directos que, dicho sea de paso, la contadora 
delegada del Tribunal de Cuentas reconoce que están bien, 
aunque observa el gasto por no contar con previsión 
presupuestal, tal como ocurre generalmente en los primeros 
años de cualquier Administración. Cabe destacar que las 
licitaciones nuevas sí contemplan ingresos de mucho dine- 
ro por publicidad, que terminaron financiando la inversión 
original para estas casetas y dejando recursos en las arcas 
de la Intendencia, como quedó claramente establecido. 


Por último, quiero señalar que podemos tener opiniones 
distintas con relación a la asunción en forma temporaria de 
los suplentes del Intendente, pero en todo caso deberíamos 
cambiar las normas establecidas por la Constitución de la 
República y por la Ley Orgánica Municipal. Recién enton- 
ces podremos opinar al respecto con otros elementos, pero 
hasta ahora la práctica de todos los Gobiernos Departamen- 
tales y de todos los Intendentes -sean del color que sean- 
se han basado en la fundamentación del doctor Cagnoni, sin 
violentar la voluntad política que llevara a presentar recur- 
sos por parte de los Ediles. 
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Tal como dijo el señor Senador Ríos, muchas veces 
hemos discutido con los señores Ediles de nuestro partido 
sobre la presentación de recursos -tanto en la Cámara de 
Representantes, donde se discuten estos temas, como en el 
Senado, donde se debate sobre los juicios políticos-, contra 
decisiones tomadas por Intendentes de quienes ellos eran 
oposición, y hemos puesto el énfasis en relación a la lega- 
lidad y a la constitucionalidad, que es lo que corresponde 
juzgar a los Legisladores, pues entendemos que no es por 
motivos políticos ni administrativos que deben llegarnos 
estas situaciones. 


Francamente, creo que en este caso ha habido 
intencionalidad política, lo que quedó de manifiesto tanto 
en la forma de presentar el asunto como en la forma en que 
ha fundamentado por lo menos uno de los señores Senado- 
res acá presentes. Entendemos que no es así como se debe 
actuar, y lo hemos discutido muchas veces con los Legis- 
ladores departamentales de nuestra fuerza política. 


Pensamos que debemos atenernos al respeto por las 
distintas instituciones que han sido electas por la gente, 
para preservarlas en su importancia democrática; y, por 
supuesto, debemos estar muy atentos a que las conductas 
administrativas sean transparentes. 


Después de haber estudiado a fondo todos los antece- 
dentes sobre este tema, creo realmente que la transparencia 
de la gestión del señor Intendente de Maldonado es, a lo 
mejor, lo que molesta a mucha gente. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: creo que es necesa- 
rio resaltar que las consideraciones de carácter político 
alrededor de este juicio político están siendo objeto de 
argumentación por parte de todos quienes estamos aquí. 
Nosotros no somos juristas, pero nos amparamos y funda- 
mentamos en juicios de carácter jurídico que nos aproximan 
o nos brindan argumentos de índole política como para 
juzgar. Puedo decir esto con propiedad porque mi sector 
político, el Herrerismo, le hizo un juicio político al entonces 
Intendente de Rocha, Irineu Riet Correa, perteneciente a mi 
propio Partido. El señor Senador Ríos recordó hoy este 
hecho, mencionando que fueron Ediles del Partido Nacional 
quienes generaron el juicio político. Aunque en esa opor- 
tunidad no se consiguieron los votos en el Senado, quien 
habla votó en contra, porque siguiendo la línea de razona- 
miento que exponíamos, siendo severos con nuestros pro- 
pios compañeros teníamos más que argumentos como para 
serlo con adversarios de carácter político cuando ellos se 
apartaran de la legalidad y de la constitucionalidad. 


No es ajeno a nadie que la situación ocurrida en el 
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departamento de Maldonado ha configurado un problema 
político para el Gobierno y para su fuerza política a lo largo 
de estos cuatro años. ¿Qué posición adoptan? ¿Una actitud 
similar a la nuestra en el caso del juicio político al Intenden- 
te de Rocha -hoy precandidato del Partido Nacional-, o a la 
del señor Diputado Darío Pérez? ¿U optan por la del señor 
Intendente? En realidad, la decisión es muy difícil. Es sabi- 
do que esta situación ha representado un dolor de cabeza 
para el Frente Amplio alo largo de este período. El ingeniero 
Brovetto y caracterizados Legisladores de la fuerza política 
Frente Amplio han estado tratando de mediar y de acercar 
las partes, pero no lo pudieron lograr. Entonces, se llega a 
esta instancia de juicio político en la que el partido de 
Gobierno tiene que optar, y opta por la gestión del señor 
Intendente, dejando de lado, ya no cuestionamientos de 
Ediles del Partido Nacional, sino de Ediles del propio Frente 
Amplio, así como cuestionamientos formulados en la Cáma- 
ra de Representantes por un Diputado perteneciente a ese 
Partido. Estoy hablando del señor Representante Darío 
Pérez -que tiene un buen origen libertario en el Partido 
Nacional-, a quien no le pudieron poner bozal cuando 
quisieron hacerlo para poder acordar. ¿Acordar qué? ¿Cómo 
se puede acordar con un Diputado que está denunciando 
una ilegalidad? ¿Cómo se puede acordar con un Diputado 
del propio partido, que está denunciando actos irregulares? 
No se puede acordar y no se acordó, como tampoco se 
acordó con el Partido Nacional y con sus Ediles. 


El señor Senador Antía ha dicho algo relevante que me 
ha dejado asombrado -quizás porque no participé de la 
Comisión- y que no va a tener respuesta, porque las mayo- 
rías van a optar por la gestión del señor Intendente, en 
contra de la opinión del señor Diputado Pérez. Resulta que 
en la licitación realizada por parte de la Intendencia -que era 
lo que tendría que haber hecho siempre, pero no lo hizo, sino 
que optó por la adjudicación directa-, la empresa que está 
hoy, SATENIL S.A., propuso un canon de US$ 480.000 
anuales durante dos años, con más área de propaganda. Es 
decir que estamos hablando de US$ 960.000 en dos años, 
cuando en forma directa el Intendente realizó la adjudica- 
ción por US$ 30.000 por año, por un periodo de tres años. 
¿No se va a responder eso? ¿No son severos con un Inten- 
dente que claramente se equivocó, porque dejó de ganar 
US$ 450.000 por año? Se trata de la misma empresa a la que, 
a dedo, el señor Intendente le otorgó la propaganda por 
US$ 30.000 por año, pero cuando se presenta en régimen de 
competencia, dice que la adjudicación vale US$ 480.000 por 
año. De manera que ganó US$ 450.000. ¡Vaya negocio! 
Además, ¿quiénes SATENILS.A.? Se ha hablado mucho de 
las sociedades anónimas y se ha prohibido que las socieda- 
des anónimas con acciones al portador inviertan en el 
campo, con lo que personalmente discrepo. Sin embargo, me 
parece bien que las empresas que contratan con el Estado 
no puedan ser sociedades anónimas con acciones al porta- 
dor. ¿Por qué tienen que ser sociedades anónimas con 
acciones al portador? ¿No pueden ser sociedades anónimas 
con acciones nominativas? ¿No les parece que es más 
urgente buscar la transparencia cuando se contratan servi- 
cios con el Estado? ¿Hay algún señor Senador que me pueda 
decir quién está detrás de SATENIL, quiénes son sus 
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dueños? ¿Quién está atrás de esta empresa que obtuvo la 
adjudicación a dedo por US$ 30.000 cuando, conociendo el 
negocio, ofrece US$ 480.000? ¿Estamos preocupados por 
las sociedades anónimas con acciones al portador en el 
campo pero no nos interesa quién está atrás de estas 
sociedades cuando contratan con el Estado y hacen obras 
por concesión? Por mi parte, reitero que no estoy de acuer- 
do con que las sociedades anónimas con acciones al porta- 
dor no puedan invertir en el campo, pero soy de la idea de 
que las sociedades anónimas con acciones al portador no 
pueden contratar con el Estado. ¿Por qué las acciones no 
pueden ser sociedades anónimas con acciones nominati- 
vas? ¿Quién quiere esconder algo? Creo que aquí nadie 
quiere esconder nada; no voy a agraviar al sistema político 
uruguayo ni a ninguno de los señores Senadores presentes, 
pero no está bien, y vamos a presentar un proyecto en este 
sentido, porque no nos parece justo que estas sociedades 
participen en contratos con el Estado. En la actividad pri- 
vada, que hagan lo que quieran; cuantas más inversiones 
hagan y más facilidades les otorguemos a los inversores 
que vengan, mejor, pero con el Estado no puede haber 
suspicacias, y en este caso las hay, porque yo no sé quiénes 
son los señores de SATENIL. Hasta el nombre suena horri- 
ble; podrían haberle puesto cualquier otro nombre cuando 
compraron la sociedad. 


De cualquier manera, sé que nada de esto se va a contes- 
tar. Y en mi caso puedo hablar, vuelvo a decir, porque fui 
severo con un Intendente nuestro, hoy precandidato por el 
Partido Nacional, el señor Irineu Riet. En lo personal soy 
amigo de él, pero fui muy duro cuando fue Intendente, y 
opté por cuestionar a la Administración, aunque fuera 
blanca. 


Sobre el caso que nos ocupa, voy a leer una cita del señor 
Presidente de la Junta Departamental, que pertenece a la 
fuerza política del Gobierno. Concretamente, dice lo si- 
guiente: “Créannos que se nos hace particularmente difícil 
y doloroso presidir una Junta Departamental cuyas demo- 
cráticas decisiones, en los hechos, no siempre son acatadas 
por el señor Intendente, generando un problema institucional 
de singular gravedad, además de una fuerte contradicción, 
en la medida que pertenecemos a la misma fuerza política”. 
¿Es un blanco o un colorado el que dice esto? No, es el 
Presidente de la Junta Departamental, que tiene el aval y la 
mayoría de la fuerza política del Frente Amplio atrás, que lo 
eligió para ese cargo. No somos nosotros. No vengan aquí 
a decir que este es un tema político porque estamos en 
tiempo electoral, como escuché hoy de mañana. Hace cuatro 
años que se está hablando de este tema y en todo este 
período no le pudieron doblar el brazo a Darío Pérez, porque 
fue blanco y no se lo van a doblar, ni ahora ni nunca. Por eso, 
señor Presidente, es el peor censor que tenemos él y noso- 
tros en el departamento. No va a acordar, porque no acuerda 
en las cosas que no son claras, y esto no ha sido claro. Sin 
embargo, la fuerza política que gobierna no respeta al señor 
Diputado y sí respalda al señor Intendente. Además, todas 
las interrogantes que he planteado en esta discusión no van 
a tener respuesta, ni hoy, ni mañana, ni después de la 
elección interna, ni después de la elección nacional. 
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Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolución 
presentado. 


(Selee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo Unico.-Se declara que no procede la realiza- 
ción del juicio político al señor Intendente Municipal, Oscar 
de los Santos, promovido por los señores Ediles de la 
Bancada del Partido Nacional de la Junta Departamental de 
Maldonado. 


Devuélvase la documentación remitida por la menciona- 
da Junta.” Firman los señores Senadores Reinaldo Gargano 
y Antonio Gallicchio, y las señoras Senadoras Susana 
Dalmás, Margarita Percovich y Lucía Topolansky. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


-17en 27. Afirmativa. 


13) DOSCIENTOS AÑOS DE LA FUNDACION DE LA 
CIUDAD DE FLORIDA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el que se 
declara feriado no laborable para la ciudad de Florida el día 
24 de abril de 2009, con motivo de conmemorarse los dos- 
cientos años de su fundación”. 


(Antecedentes:) 


“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1?.- Declárase feriado no laborable para la 
ciudad de Florida, el día 24 de abril de 2009, con motivo de 
conmemorarse doscientos años de su fundación. 


Artículo 2?.- Otórgase goce de licencia paga, durante la 
fecha indicada en el artículo 1? de la presente ley, a los 
trabajadores de las actividades pública o privada, nacidos 
o radicados en la ciudad de Florida. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1? de abril de 2009. 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Agradezco a mi colega, el señor Sena- 
dor Lorier, que me permita hacer uso de la palabra antes que 
él para referirme a este tema; sé que ambos estamos muy 
felices por tener la oportunidad de participar en estos 
festejos que celebran los doscientos años de la fundación 
de la ciudad de Florida. 


Señor Presidente: con orgullo floridense voy a referirme 
ala fundación de Florida, ocurrida el 24 de abril de 1809 por 
autorización del Cabildo de Montevideo, que tenía jurisdic- 
ción sobre esos lares. Originalmente, la villa inicial se había 
fundado en El Pintado, denominada Fortín del Pintado, a 
finales del silgo XVIII con fines militares y comerciales. Este 
sitio se conoció como Villa Vieja. Según la versión existen- 
te, era difícil obtener leña y agua en el lugar, razón por la cual 
se pensó en el traslado de la villa. Así fue que el Presbítero 
Santiago Figueredo, el Síndico Procurador del Cabildo de 
Montevideo, Bernardo Suárez del Rondelo y el Agrimensor 
Prudencio Murguiondo decidieron fundar la ciudad en el 
lugar donde hoy se encuentra enclavada, precisamente, la 
Plaza Asamblea. El mojón inicial para la demarcación de la 
ciudad estuvo en el cruce de las calles Gallinal e Ituzaingó. 
La ciudad tenía cinco cuadras para el norte, cinco para el 
sur, cinco para el este y cinco para el oeste, en forma de 
damero a partir de dicho cruce. 


La ciudad fue creciendo de a poco y al principio sólo 
había ranchos alrededor de la plaza. Incluso, uno de los 
primeros fue el rancho en el que el 25 de agosto de 1825 se 
juró la Independencia, el cual subsistió hasta que en 1864 
fue destruido en la toma de la Florida. Los carros, caballos 
y las diligencias llegaban por el Paso Viejo hasta que, a 
principios del siglo XX, se construyó el puente sobre el río 
Santa Lucía y se abrieron otras entradas. 


Con motivo de lo expresado, los floridenses festejamos 
con mucha alegría los doscientos años de nuestra querida 
ciudad, donde nacimos y vivimos siempre. 
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Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: sin duda, ha sido 
muy precisa y emotiva la intervención del señor Senador 
Amaro. Simplemente quiero decir que la ciudad de Florida 
tiene una característica muy especial con respecto a otras, 
en tanto se fundó sobre una estancia que pertenecía al 
Cabildo de Montevideo, permitiendo que los pobladores, 
predominantemente pobres de la campaña que se habían 
congregado en torno al padre Figueredo, además de tener 
un solar donde edificar su casa, también contaran con una 
suerte de chacra -esto, repito, da a la ciudad una topografía 
muy especial: cada mil metros hay una calle-, que en su 
momento permitió que los pobladores pudieran ganar el 
sustento con su trabajo, característica que tienen muy 
pocas ciudades en el Uruguay. Fue la última que fundaron 
los españoles y tuvo un papel importante en el proceso 
revolucionario de 1825, porque a muy pocos kilómetros, por 
primera vez se juntaron las fuerzas del ejército oriental 
preparándose para la decisiva batalla contra los brasileños 
en Sarandí Grande. También debemos destacar la presencia 
de Artigas a muy pocos kilómetros de Florida, en el campa- 
mento de Santa Lucía Grande. 


Por otro lado, es bueno recordar algunas cosas que 
aparecen en los libros episcopales de Florida acerca de las 
chinas que acompañaban al ejército patrio y que anotaban 
asus hijos como “hijos de la Patria”. En aquellos campamen- 
tos, las chinas de nuestro ejército acompañaban a sus 
hombres y se daba esa característica, en tanto a veces no era 
posible confirmar quién era el padre. 


Sin duda, señor Presidente, han sido varios los hechos 
interesantes acontecidos en Florida, como también los per- 
sonajes importantes que vivieron o pasaron por la ciudad. 


En consecuencia, vamos a conmemorar estos doscien- 
tos años con mucha alegría y ganas el próximo 24 de abril. 
Considero que siempre es bueno rescatar las fechas histó- 
ricas para que no se nos olviden, sobre todo para luego 
poder mirar hacia el futuro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo 1”. 
(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 1”.- Declárase feriado no laborable para la 
ciudad de Florida, el 24 de abril de 2009, con motivo de 
conmemorarse doscientos años de su fundación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22en 24. Afirmativa. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 2”.- Otórgase goce de licencia paga, durante 
la fecha indicada en el artículo 1” de la presente ley, a los 
trabajadores de las actividades pública o privada, nacidos 
o radicados en la ciudad de Florida”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22en 24. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


14) BUQUE ROU 10 “COLONIA” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el siguiente 
asunto cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el 
que se autoriza la salida del país de la Plana Mayor y 
Tripulación del Buque ROU 10 “Colonia”.” 


(Antecedentes:) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
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del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Autorízase la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del Buque ROU 10 “Colonia”, 31 
efectivos del Cuerpo de Fusileros Navales con armamento 
orgánico (el cual será transportado a bordo de dicho bu- 
que), un señor Oficial Jefe y dos señores Oficiales Subalter- 
nos, a efectos de participar en el Ejercicio Combinado 
“Acrux IV”, entre el 19 de mayo y el 16 de junio de 2009, con 
escalas en los puertos de Rosario, Corrientes, Formosa y 
Puerto Alegre (República Argentina), Asunción, Puerto de 
Rosario y Puerto Vallemi (República del Paraguay) y Puerto 
Murtinho (República Federativa del Brasil), y para partici- 
paren la Parada Naval por la celebración de la Independen- 
cia de la República del Paraguay. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 21 de abril de 2009. 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: el proyecto de ley 
que tenemos a consideración ya cuenta con media sanción 
de la Cámara de Representantes y por él se solicita la 
autorización para la salida del país de la Plana Mayor y 
Tripulación del Buque ROU 10 “Colonia”, 31 efectivos del 
Cuerpo de Fusileros Navales con armamento orgánico -el 
cual será transportado en ese buque-, un Oficial Jefe y dos 
Oficiales Subalternos, a efectos de participar en el Ejercicio 
Combinado “Acrux IV”, entre el 1? de mayo y el 16 de junio 
del presente año, con escala en algunos puertos de Argen- 
tina, Paraguay y Brasil. 


Es cuanto tengo para informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nose hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
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-22en23. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo Unico.- Autorízase la salida del país de la 
Plana Mayor y Tripulación del Buque ROU 10 “Colonia”, 31 
efectivos del Cuerpo de Fusileros Navales con armamento 
orgánico (el cual será transportado a bordo de dicho bu- 
que), un señor Oficial Jefe y dos señores Oficiales Subalter- 
nos, a efectos de participar en el Ejercicio Combinado 
*Acrux IV”, entre el 1? de mayo y el 16 de junio de 2009, con 
escalas en los puertos de Rosario, Corrientes, Formosa y 
Puerto Alegre (República Argentina), Asunción, Puerto de 
Rosario y Puerto Vallemi (República del Paraguay) y Puerto 
Murtinho (República Federativa del Brasil), y para partici- 
par en la Parada Naval por la celebración de la Independen- 
cia de la República del Paraguay”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en23. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


15) COLONIZACION Y REPOBLAMIENTO DE LA 
CAMPAÑA 


SEÑOR GALLINAL ..- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Nuestra Bancada va a solicitar -no 
para el tratamiento urgente en la sesión de hoy, porque 
entendemos que los Senadores de la Bancada de Gobierno 
necesitarán unos días para estudiar el tema- que en la sesión 
del próximo 28 de abril, en atención a que para esa fecha está 
programada una sesión extraordinaria, sean incorporados 
los proyectos de ley que están a estudio de la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, referidos a la Ley N” 18.187, 
vinculados a la colonización y al repoblamiento de la campa- 
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ña, que establecían un conjunto de obligaciones con ven- 
cimiento a fines del año pasado y que se prorrogaron para 
mayo de este año. Proponemos esto teniendo en cuenta que 
no se ha encontrado todavía una solución de fondo al 
problema y que, además, existe en Comisión un proyecto 
presentado por el señor Senador Da Rosa mediante el cual 
se prorroga el plazo por un año -de mayo de este año hasta 
mayo del año que viene-, y otro del señor Senador Lapaz por 
el cual se otorga una prórroga de cuatro meses a efectos de 
abrir un compás de espera que permita llegar a un entendi- 
miento. A nuestro juicio, podría provocarse una falta de 
certezas jurídicas importantes en la titulación de los bienes 
con origen en el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Por lo tanto, pedimos que se incluya este tema como 
segundo punto del Orden del Día de la sesión del 28 de abril, 
considerando los proyectos de ley que han sido presenta- 
dos al respecto. De esta manera, tendríamos el tiempo 
necesario para conversar y negociar con la Bancada de 
Gobierno, a efectos de analizar si podemos llegar a un 
entendimiento. En definitiva, ese es el planteamiento que 
hacemos en nombre de la Bancada del Partido Nacional. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARAVIA.- La Bancada de Gobierno entiende 
que no es conveniente una prórroga y que este tema hay que 
laudarlo, ya que debemos tener en cuenta que el 2 de mayo 
vence la prórroga que votaron ambas Cámaras. Existe un 
proyecto de ley votado con media sanción en la Cámara de 
Representantes, que fue enviado al Senado y que soluciona 
los aspectos legales y titulares que planteaba la Asociación 
de Escribanos del Uruguay. Resta considerar un aspecto 
del artículo 70 relativo a la afectación o no, en el que se 
plantea un camino intermedio, sobre el que pensamos que 
puede existir un acuerdo. Por nuestra parte, teníamos una 
posición contraria a la del Instituto, pero acordamos ese 
camino porque creemos que es una salida que permite 
solucionar y laudar el tema. 


En consecuencia, vamos a solicitar que el proyecto de 
ley que cuenta con media sanción de la Cámara de Represen- 
tantes sea incluido en el Orden del Día de la sesión del 28 
de abril. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita una aclaración. 
Si no entendí mal, ambos Legisladores solicitan que este 
proyecto, más el aprobado en la Cámara de Representantes, 
sean considerados en la sesión del día 28. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GALLINAL.- Creo que en lo que coincidimos es 
en incorporar este tema como segundo punto del Orden del 
Día. Serían incluidos tres proyectos: los dos alos que hice 
referencia -uno presentado por el señor Senador Da Rosa y 
otro por el señor Senador Lapaz- más el que mencionó el 
señor Senador Saravia, que fue aprobado en la Cámara de 
Representantes. O sea que, por nuestra parte, solicitamos 
que sean incluidos estos dos proyectos, mientras que la 
Bancada del Frente Amplio ha pedido que se incorpore 
también la iniciativa aprobada en la otra Cámara; me parece 
correcto que los tres proyectos integren ese segundo punto 
del Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción planteada. 


(Se vota:) 


-23en25. Afirmativa. 


16) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro asunto entra- 
do fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


“La Cámara de Representantes remite aprobado, en nue- 
va forma, un proyecto de ley por el que se sustituyen los 
artículos 35,70,71.1 y 101 de la Ley N* 11.029, de 12 de enero 
de 1948, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 
18.187, de 2 de noviembre de 2007, relativos al repoblamiento 
de la campaña. 

- ALA COMISION DE GANADERIA, AGRICULTURA Y 
PESCA.” 


17) PARTICIPACION EQUITATIVA DE AMBOS 
SEXOS EN LAS LISTAS DE CANDIDATOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley interpretativo 
de la Ley N* 18.476, relativa a la participación equitativa de 
ambos sexos en las listas de candidatos”. 


(Antecedentes:) 


“PROYECTO DELEY 


Artículo 19.- Declárase a los efectos previstos en los 
artículos 1? y 2? de la Ley N* 18.476, de 3 de abril de 2009 que 
las listas o nóminas mencionadas en el último de los citados 
artículos, están referidas a las ordenaciones correspon- 
dientes a cada sistema de suplentes de conformidad con lo 
establecido por la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por la Ley N* 17.113, de 9 de junio de 1999. 
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Declárase que en el sistema preferencial de suplentes se 
cumple con lo establecido en los citados artículos, inclu- 
yendo integrantes de ambos sexos en cada terna sucesiva 
de la lista o nómina de candidatos, y tratándose del sistema 
de suplentes ordinales, incluyendo dichas ternas en cada 
una de las dos listas o nóminas de candidatos titulares y 
suplentes. 


Interprétase a los mismos efectos que en el sistema de 
suplentes respectivos las listas o nóminas de candidatos 
titulares y las de suplentes son independientes una de otras 
para la conformación de las ternas pertinentes y no pueden 
considerarse en su conjunto a tales fines. Las ternas inte- 
gradas por candidatos de ambos sexos corresponderán por 
un lado a la lista de titulares y por otro a la de suplentes. 


El sistema mixto se rige por las reglas del sistema respec- 
tivo. 


Artículo 2*.- Interprétase que las ternas de candidatos, 
titulares y suplentes, son las conformadas cada tres candi- 
datos de cada una de las listas o nóminas de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 1? de la presente ley. 


Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Susana Dalmás, Rafael Michelini, 
Reinaldo Gargano, Alberto Couriel, 
Eduardo Ríos, Jorge Saravia, José 
Mujica, Eduardo Muguruza, Mariano 
Arana, Héctor Tajam, Lucía 
Topolansky. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley procura que no se desvirtúe 
el claro propósito, espíritu y filosofía de la Ley N* 18.476, 
de 3 de abril de 2009, cuyo fundamental objetivo ha sido el 
de promover cabalmente la participación equitativa de am- 
bos sexos en las elecciones a que aquella refiere. 


Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Susana Dalmás, Rafael Michelini, 
Reinaldo Gargano, Alberto Couriel, 
Eduardo Ríos, Jorge Saravia, José 
Mujica, Eduardo Muguruza, Mariano 
Arana, Héctor Tajam, Lucía 
Topolansky.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Xavier. 
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SEÑORA XAVIER.- Recordamos que este Parlamento, 
con fecha 24 de marzo, aprobó la ley que declara de interés 
general la participación equitativa de personas de ambos 
sexos, que hoy lleva el N* 18.476. Claramente se disponía 
que en las listas o nóminas de candidatos se incluyeran 
ambos sexos en ternas, tanto de titulares como de suplen- 
tes. Quedaba claro que se hablaba de titulares y suplentes 
en el total de la lista o nómina de presentes. Cada terna 
sucesiva incorporaría, por tanto, hombres y mujeres en la 
combinación que cada sector considerara adecuado. Con 
fecha 26 de marzo, la Corte Electoral, órgano competente en 
la reglamentación de esta materia, reglamentó esta disposi- 
ción entendiendo que, en particular en el sistema de suplen- 
tes respectivos, se pueden tomar en cuenta, consideradas 
en conjunto, las dos ordenaciones de candidatos, titulares 
y suplentes, integrándose las ternas sucesivas con dos 
candidatos de un sexo y el restante del otro. Según la Corte 
Electoral, en caso de optarse por este sistema y por esta 
conformación, por lo menos la tercera parte de los candida- 
tos titulares debe ser de distinto sexo que el resto de los 
candidatos titulares, no identificando en este caso a qué 
tercio se hace referencia. Esto daba como resultado que, 
según el sistema seleccionado por cada sector político, 
podía caberle como lugar a las mujeres propuestas el de 
suplente y, eventualmente, el de titular en el último tercio de 
la lista u hoja de votación, no siendo esa claramente la 
intención que tuvimos cuando aprobamos la referida ley. En 
este sentido, en el día de hoy estamos presentando un 
proyecto de ley interpretativo que intenta que no se desvir- 
túe el propósito, el espíritu y la filosofía que inspiró a los 
Legisladores a la hora de votar este proyecto de ley. Por 
nuestra parte, hemos planteado públicamente este tema, 
pero la reglamentación está aprobada. Hemos presentado 
este asunto para que se trate con carácter urgente, teniendo 
en cuenta que existen fechas inamovibles, como las de las 
elecciones. Estas tienen una fecha determinada, y el venci- 
miento para entregar a la Corte Electoral las hojas de vota- 
ción es el 29 de mayo. Todos los sectores políticos estamos 
en plena confección de las listas y queda claro que nos 
preocupa enormemente que un texto tan claro como el de la 
Ley N” 18.476 haya sido interpretado de esta manera. Como 
todos sabemos, no existe un tribunal de alzada para reclamar 
sobre esa reglamentación, por lo que la vía que debemos 
seguir es la de la ley interpretativa. En ese sentido, la 
Bancada Bicameral Femenina ha planteado a los integrantes 
de ambas Cámaras del Parlamento la necesidad de la más 
pronta aprobación de este proyecto de ley interpretativo, a 
los efectos de estar en condiciones de que la parte de 
aplicación de esa ley que compete esencialmente a la con- 
formación de las listas para los órganos deliberativos na- 
cionales y departamentales, pueda reflejar el espíritu que 
inspiró al Legislador en materia de participación equitativa. 
El proyecto se ha presentado en ambas Cámaras en un 
intento de, con este procedimiento, llegar a tiempo para que 
efectivamente esto se haga realidad y no que la iniciativa se 
concrete cuando ya las hojas de votación estén presenta- 
das y este texto se constituya en letra muerta. 


Por lo tanto, estamos exhortando a la votación de este 
proyecto de ley y, en caso de ser aprobado, a su tratamiento 
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urgente en la segunda Cámara -lo cual deseamos-, a los 
efectos de dar un paso que aunque no sea muy importante, 
constituya el inicio de un camino hacia una representación 
más equitativa de hombres y mujeres en ámbitos de decisión 
importantes como los que tenemos que conformar en los 
próximos días. 


No quiero finalizar mi exposición sin mencionar que ha 
sido muy grande la preocupación de la Bancada Bicameral 
Femenina en cuanto a que un debate que ha inspirado 
proyectos durante los últimos períodos legislativos que 
han transcurrido desde la reapertura democrática hasta el 
presente y que ha culminado recién en marzo de este año 
con un paso legislativo concreto, sea tergiversado de esta 
forma en su reglamentación. En virtud de ello, exhortamos 
a los señores Senadores a votar este proyecto de ley 
interpretativo. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: quiero hacer 
algunas puntualizaciones con respecto a este tema. En 
primer lugar, si bien se trata de un proyecto de ley de 
carácter interpretativo que requiere mayorías simples en 
ambas Cámaras, por tratarse precisamente de un texto de 
esa naturaleza que está vinculado al voto, al sistema elec- 
toral y a las elecciones, tal como establece la Constitución 
de la República, se necesita una mayoría especial de dos 
tercios de votos. Creo que vale la pena hacer esta puntua- 
lización porque el hecho de aprobar normas electorales, 
sobre todo en tiempos tan cercanos a la celebración de los 
comicios, tiene que llevarnos a todos a movernos con pies 
de plomo, de tal manera que no se alteren las reglas de juego 
y que nadie se sienta perjudicado como consecuencia de las 
normas que se vayan a aprobar. 


En segundo término, quiero aclarar que la ley que vamos 
a interpretar rige solamente para las próximas elecciones 
internas de los partidos políticos. Destaco este punto por- 
que es bueno que se sepa que esta norma no alcanza a la 
elección nacional ni tampoco a la municipal de mayo del año 
que viene. Pero, además, el sistema de cuotas en las próxi- 
mas elecciones internas va a regir porque fue una idea que 
se promovió desde el Partido Nacional. Fuimos nosotros 
quienes cuando se consideró esta idea de la cuota condicio- 
namos nuestro voto a que entrara en vigencia a partir de las 
elecciones internas de todos los partidos políticos. Es más, 
no solamente planteamos el caso de las elecciones internas, 
sino que también propusimos que esta ley rigiera en cada 
instancia en que un partido político eligiera autoridades, ya 
sea que se trate del último domingo de junio de este año - 
como lo establece la Constitución- o en otra instancia que 
pueda darse posteriormente. 


En tercer lugar, señor Presidente, creo que la filosofía y 
la intención con la que se impulsó esta ley por parte del 
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Partido Nacional fue la de que, efectivamente, en todas las 
listas de candidatos para las próximas elecciones de los 
partidos políticos se estableciera un sistema en el que, por 
lo menos, uno de cada tres fuese del otro sexo. Quiere decir 
que toda interpretación que apunte a ese objetivo, a nuestro 
juicio, es bienvenida y vamos a acompañarla. Cabe desta- 
car, además, que han aparecido algunas discrepancias pú- 
blicas en esta materia. Por nuestra parte, hemos leído con 
atención la reglamentación que surge desde la propia Corte 
Electoral, que reconocemos es confusa. De todas maneras, 
vamos a quebrar una lanza a favor de la Corte Electoral 
porque hemos visto que ese organismo ha actuado con 
mucha legitimidad y respeto por la ley y la Constitución. De 
hecho, quienes integramos este Cuerpo y el actual Gobierno 
fuimos proclamados por esta Corte Electoral, sin que en 
ninguna ocasión surgiera cuestionamiento alguno por las 
decisiones adoptadas. La Corte Electoral ha actuado con un 
apego y un respeto por la Constitución de la República, por 
la ley y por las reglamentaciones electorales, que merece 
nuestro elogio. En este caso, tenemos alguna duda con 
respecto a lo que ha surgido de sus definiciones, a pesar de 
que se nos ha explicado que la intención es la misma que la 
del proyecto de ley. De todas maneras, nos parece bueno 
erradicar todas las dudas, de forma que quede absolutamen- 
te claro cómo es el sistema electoral que regirá para las 
próximas elecciones de los partidos políticos. Precisamen- 
te, el régimen electoral determina que si la lista es de sistema 
preferencial, es decir, de lista corrida -como se le conoce 
vulgarmente-, de cada tres integrantes, uno tiene que ser de 
diferente sexo, desde el primer lugar hasta el último. Si, en 
cambio, estamos hablando del sistema respectivo, donde 
hay un titular -creo que vale la aclaración- y un suplente, en 
virtud de la reglamentación vigente, en las elecciones inter- 
nas solo puede haber un suplente por cada titular y no tres, 
a diferencia de las elecciones nacionales. En realidad, esto 
es como si se tratara de dos listas diferentes, ya que en el 
caso de los titulares, del primero al último, uno de cada tres 
tiene que ser de diferente sexo, mientras que en lo relativo 
a los suplentes ocurre lo mismo, esto es, que uno de cada 
tres tiene que ser de diferente sexo. Esta es la idea que 
estamos impulsando y creo que vale que esto conste en la 
versión taquigráfica, que con tanta claridad siempre trasmi- 
te lo que se discute aquí en el Senado, para que cuando a la 
Corte Electoral le toque actuar, no solamente cuente con el 
texto correspondiente. No hay que olvidar que muchas 
veces los textos generan confusiones o no son lo suficien- 
temente claros, porque hay aspectos difíciles de llevar a la 
letra de la ley. Esto sucedió cuando aprobamos la Ley 
N* 18.476, y creo que también ocurre lo mismo en este caso. 
Simplemente quiero aclarar este punto, más allá de que no 
tenemos un ánimo de crítica. Por otra parte, debemos dejar 
en claro que existe un tercer sistema, que es mixto y que se 
rige por las reglas del sistema respectivo. 


Hemos querido hacer estas aclaraciones porque consi- 
deramos que son oportunas. Además, este sistema tal cual 
se votó, vale para todas las elecciones internas que se 
celebren de aquí en adelante, por los tiempos de los tiem- 
pos, hasta que se apruebe una nueva ley, a diferencia de la 
norma que establece la cuota vinculada con los cargos 
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electivos nacionales, que va a regir para la elección del año 
2014. 


Por consiguiente, creo que, tal como lo estamos hacien- 
do al acompañar esta norma, debemos tratar de colocar las 
cosas en su lugar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: brevemente 
quiero expresar que vamos a votar este proyecto de ley 
porque, con toda franqueza, no compartimos la interpreta- 
ción llevada adelante por la Corte Electoral con respecto a 
la ley de cuota. Creemos que a la Corte Electoral -tal como 
lo ha expresado nuestro compañero de Bancada, el señor 
Senador Gallinal- le ha tocado la enorme responsabilidad de 
dirimir contiendas electorales y referendos durante los 
últimos años, sin que se hayan producido complicaciones, 
desviaciones o equívocos que torcieran la voluntad popu- 
lar. En esta ocasión, no compartimos el pronunciamiento ni 
la reglamentación de la Corte Electoral -lo decimos con toda 
claridad-, pues creemos que desnaturaliza la manifestación 
del Parlamento uruguayo. Por ello, sin ninguna duda esta- 
remos votando afirmativamente este proyecto de ley. 


Agregamos que, a nuestro entender, la interpretación 
que se ha realizado es equivocada y lamentamos que haya 
acontecido, porque es lo que ha ameritado este segundo 
pronunciamiento legislativo sobre un tema que creíamos 
suficientemente laudado. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Selee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 

“Artículo 1”.- Declárase a los efectos previstos en los 
artículos 1” y 2* de la Ley N* 18.476, de 3 de Abril de 2009 que 
las listas o nóminas mencionadas en el último de los citados 
artículos están referidas a las ordenaciones correspondien- 
tes a cada sistema de suplentes de conformidad con lo 


establecido por la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por la Ley N* 17.113, de 9 de junio de 1999. 
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Declárase que en el sistema preferencial de suplentes se 
cumple con lo establecido en los citados artículos, inclu- 
yendo integrantes de ambos sexos en cada terna sucesiva 
de la lista o nómina de candidatos, y tratándose del sistema 
de suplentes ordinales, incluyendo dichas ternas en cada 
una de las dos listas o nóminas de candidatos titulares y 
suplentes. 


Interprétase a los mismos efectos que en el sistema de 
suplentes respectivos las listas o nóminas de candidatos 
titulares y las de suplentes son independientes unas de 
otras para la conformación de las ternas pertinentes y no 
pueden considerarse en su conjunto a tales fines. Las 
ternas integradas por candidatos de ambos sexos corres- 
ponderán por un lado a la lista de titulares y por otro a la de 
suplentes. 


El sistema mixto se rige por las reglas del sistema respec- 
tivo.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 2”.- Interprétase que las ternas de candida- 
tos, titulares y suplentes, son las conformadas cada tres 
candidatos de cada una de las listas o nóminas de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 1” de la presente ley.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose agotado el Orden 
del Día, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 3 minutos, presidiendo el 
señor Senador Mujica y estando presentes los señores 
Senadores Antía, Arana, Astori, Camy, Cid, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallicchio, Gallinal, Gargano, Heber, 
Iturralde, Larrañaga, Lorier, Muguruza, Penadés, 
Percovich, Saravia, Tajam, Topolansky, Vaillant y Xavier.) 
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